
REPÚBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

 

 
JUZGADO SEXTO ADMINISTRATIVO  

DEL CIRCUITO DE MANIZALES 
 

Diecisiete (17) de octubre de dos mil veintitrés (2023) 

 

A.I.:    1543/2023 

PROCESO: EJECUTIVO  

DEMANDANTE: AMPARO MONTES DE ZULUAGA COMO SUCESORA 

PROCESAL DEL SEÑOR HENRY ZULUAGA MARÍN 

DEMANDADO: NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN - 

FOMAG 

RADICACIÓN:  17001-33-31-011-2014-00002-00 

   

Observa el despacho que fue emitido el oficio con número 391/2023 comunicando 

la orden impartida mediante auto 1361 así como la constancia de entrega al correo 

electrónico: notifica.co.@bbva.com y embargos.colombia@bbva.com  

 

No obstante, pese a que el oficio fue entregado en debida forma; a la fecha no se ha 

recibido respuesta alguna por parte del funcionario encargado de dar 

cumplimiento a la orden judicial. En consecuencia, SE REQUIERE representante 

legal del BANCO BBVA; para que, dentro del término de TRES (3) días contados 

desde la recepción del respectivo oficio; se SIRVA dar cumplimiento a la orden 

judicial consistente en: “(…) informar a este despacho dentro del término de CINCO (5) 

días hábiles y mediante mensaje enviado al correo electrónico 

admin06ma@cendoj.ramajudicial.gov.co; la fecha y medio de pago, realizado a favor del señor 

HENRY ZULUAGA MARÍN por valor de $52.550.525.oo por parte de la Fiduprevisora. 

 (…)”,  comunicada el 19 de septiembre último mediante oficio No. 391. 

 

El Banco BBVA dará oportuna respuesta a la orden impartida dentro del término 

conferido, so pena de dar lugar a la sanción pecuniaria prevista en el art.44 del 

C.G.P.  

 

Por la Secretaría de este despacho, REMÍTASE el correspondiente oficio 

comunicando el presente requerimiento, a la entidad financiera acá enunciadas. 

 

NOTIFÍCASE Y CÚMPLASE 

 

 

 

BIBIANA MARÍA LONDOÑO VALENCIA 

JUEZ 

mailto:notifica.co.@bbva.com
mailto:embargos.colombia@bbva.com
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CONSTANCIA SECRETARIAL 

  

En cumplimiento a lo dispuesto en sentencia de segunda instancia que confirmó la de primera y 

teniendo en cuenta que el superior no condenó en costas en aquella instancia, se procede a realizar 

liquidación de costas de conformidad con el artículo 366–3 del C.G.P, así:   

 

LIQUIDACIÓN DE COSTAS  

 

Agencias en derecho primera instancia .……………………………. $ 859.366 

Agencias en derecho segunda instancia .……………………………. $ 0 

Gastos del Proceso …………………………………………………........$ 0 

TOTAL LIQUIDACIÓN COSTAS………….…………………..........  $ 859.366 

 

 
SIMÓN MATEO ARIAS RUIZ 

Secretario 

  

REPÚBLICA DE COLOMBIA  

RAMA JUDICIAL  

  
JUZGADO SEXTO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE MANIZALES   

  

´Manizales, diecisiete (17) de octubre de dos mil veintitrés (2023) 

  

 

Radicación: 17001-33-33-004-2014-00164-00                                         A.S. 0696 

  

 

Estese a lo resuelto por el Tribunal Administrativo de Caldas en providencia del 2 de diciembre de 2022, 

por medio de la cual se confirmó la sentencia de primera instancia proferida por este Juzgado. 

 

Vista la liquidación de costas que antecede y de conformidad con el numeral 1 del artículo 366 del 

Código General del Proceso, se imparte aprobación a la misma en todas sus partes.   

 

En firme el presente auto, procédase al archivo del expediente, previo las anotaciones pertinentes en el 

aplicativo Justicia Siglo XXI. 

 

NOTIFÍQUESE   

  

 

  

BIBIANA MARÍA LONDOÑO VALENCIA  

JUEZ  



 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 JUZGADO SEXTO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE MANIZALES  

 

La anterior providencia se notificó por ESTADO Nº 0155 el día 18/10/2023 

 

 

 

 

SIMÓN MATEO ARIAS RUIZ  

Secretario 

 

 



   

CONSTANCIA SECRETARIAL 

  

En cumplimiento a lo dispuesto en sentencia de segunda instancia que confirmó la de primera y 

teniendo en cuenta que el superior no condenó en costas en aquella instancia, se procede a realizar 

liquidación de costas de conformidad con el artículo 366–3 del C.G.P, así:   

 

LIQUIDACIÓN DE COSTAS  

 

Agencias en derecho primera instancia .……………………………. $ 1.092.164 

Agencias en derecho segunda instancia .……………………………. $ 0 

Gastos del Proceso …………………………………………………........$ 0 

TOTAL LIQUIDACIÓN COSTAS………….…………………..........  $ 1.092.164 

 

 
SIMÓN MATEO ARIAS RUIZ 

Secretario 

  

REPÚBLICA DE COLOMBIA  

RAMA JUDICIAL  

  
JUZGADO SEXTO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE MANIZALES   

  

´Manizales, diecisiete (17) de octubre de dos mil veintitrés (2023) 

  

 

Radicación: 17001-33-33-004-2014-00264-00                                         A.S. 0695 

  

 

Estese a lo resuelto por el Tribunal Administrativo de Caldas en providencia del 23 de septiembre de 

2023, por medio de la cual se confirmó la sentencia de primera instancia proferida por este Juzgado. 

 

Vista la liquidación de costas que antecede y de conformidad con el numeral 1 del artículo 366 del 

Código General del Proceso, se imparte aprobación a la misma en todas sus partes.   

 

En firme el presente auto, procédase al archivo del expediente, previo las anotaciones pertinentes en el 

aplicativo Justicia Siglo XXI. 

 

NOTIFÍQUESE   

  

 

  

BIBIANA MARÍA LONDOÑO VALENCIA  

JUEZ  



 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 JUZGADO SEXTO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE MANIZALES  

 

La anterior providencia se notificó por ESTADO Nº 0155 el día 18/10/2023 

 

 

 

 

SIMÓN MATEO ARIAS RUIZ  

Secretario 

 

 



   

CONSTANCIA SECRETARIAL 

  

En cumplimiento a lo dispuesto en sentencia de segunda instancia que confirmó la de primera y 

teniendo en cuenta que el superior no condenó en costas en aquella instancia, se procede a realizar 

liquidación de costas de conformidad con el artículo 366–3 del C.G.P, así:   

 

LIQUIDACIÓN DE COSTAS  

 

Agencias en derecho primera instancia .……………………………. $ 540.000 

Agencias en derecho segunda instancia .……………………………. $ 0 

Gastos del Proceso …………………………………………………........$ 0 

TOTAL LIQUIDACIÓN COSTAS………….…………………..........  $ 540.000 

 

 
SIMÓN MATEO ARIAS RUIZ 

Secretario 
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JUZGADO SEXTO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE MANIZALES   

  

´Manizales, diecisiete (17) de octubre de dos mil veintitrés (2023) 

  

 

Radicación: 17001-33-39-006-2016-00135-00                                         A.S. 0694 

  

 

Estese a lo resuelto por el Tribunal Administrativo de Caldas en providencia del 16 de junio de 2023, 

por medio de la cual se confirmó la sentencia de primera instancia proferida por este Juzgado. 

 

Vista la liquidación de costas que antecede y de conformidad con el numeral 1 del artículo 366 del 

Código General del Proceso, se imparte aprobación a la misma en todas sus partes.   

 

En firme el presente auto, procédase al archivo del expediente, previo las anotaciones pertinentes en el 

aplicativo Justicia Siglo XXI. 

 

NOTIFÍQUESE   

  

 

  

BIBIANA MARÍA LONDOÑO VALENCIA  

JUEZ  



 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 JUZGADO SEXTO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE MANIZALES  

 

La anterior providencia se notificó por ESTADO Nº 0155 el día 18/10/2023 

 

 

 

 

SIMÓN MATEO ARIAS RUIZ  

Secretario 
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JUZGADO SEXTO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO  

DE MANIZALES 

 

Manizales, diecisiete (17) de octubre de dos mil veintitrés (2023). 

                                                                   

Auto Interlocutorio: 1545/2023 

RADICACIÓN:  17-001-33-39-006-2017-00409-00 

MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

DEMANDANTE: UNIVERSIDAD CATÓLICA DE MANIZALES 

DEMANDADOS: UGPP 

 

Encontrándose el expediente a despacho se advierte que el titulo judicial por 

valor de $250.000 causado por concepto de gastos provisionales a favor de 

ALIAR S.A. fue consignado el pasado 4 de agosto y comunicado el día 9 

siguiente, empero, a la fecha no ha sido allegado el informe pericial decretado 

en auto No. 449 del 26 de abril de 2021. 

 

En consecuencia, SE REQUIERE a ALIAR S.A. para que dentro del término 

de TRES (3) contado a partir de la comunicación de la presente decisión, 

allegue al expediente el dictamen pericial para el que fue designado por este 

despacho, so pena de dar aplicación a las sanciones previstas en el Acuerdo 

PSAA15-10448 DE 2015. 

 

Por la Secretaría, ENVÍESE copia del presente proveído al correo electrónico 

de ALIAR S.A.  

 

 

 

NOTIFÍQUESE 

 

 
 

BIBIANA MARÍA LONDOÑO VALENCIA  

JUEZ 

 

 

 



  
 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



   

CONSTANCIA SECRETARIAL 

  

En cumplimiento a lo dispuesto en la providencia que puso fin a esta instancia, se procede a realizar 

liquidación de costas de conformidad con el artículo 366–3 del C.G.P, así:   

 

LIQUIDACIÓN DE COSTAS  

 

Agencias en derecho primera instancia .……………………………. $ 1.560.000 

Gastos del Proceso …………………………………………………........$ 0 

TOTAL LIQUIDACIÓN COSTAS………….…………………..........  $ 1.560.000 

 

 
SIMÓN MATEO ARIAS RUIZ 

Secretario 

  

 

 

REPÚBLICA DE COLOMBIA  

RAMA JUDICIAL  

  
JUZGADO SEXTO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE MANIZALES   

  

´Manizales, diecisiete (17) de octubre de dos mil veintitrés (2023) 

  

 

Radicación: 17001-33-39-006-2018-00506-00                                         A.S. 0700 

  

 

Vista la liquidación de costas que antecede y de conformidad con el numeral 1 del artículo 366 del 

Código General del Proceso, se imparte aprobación a la misma en todas sus partes.   

 

En firme el presente auto, procédase al archivo del expediente, previo las anotaciones pertinentes en el 

aplicativo Justicia Siglo XXI. 

 

 

 

NOTIFÍQUESE   

  

 

 

  

BIBIANA MARÍA LONDOÑO VALENCIA  

JUEZ  

 

 



 

 

 JUZGADO SEXTO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE MANIZALES  

 

La anterior providencia se notificó por ESTADO Nº 155 el día 18/10/2023 

 

 

 

 

 

 

 



   

CONSTANCIA SECRETARIAL 

  

En cumplimiento a lo dispuesto en la providencia que puso fin a esta instancia, se procede a realizar 

liquidación de costas de conformidad con el artículo 366–3 del C.G.P, así:   

 

LIQUIDACIÓN DE COSTAS  

 

Agencias en derecho primera instancia .……………………………. $ 1.098.956 

Gastos del Proceso …………………………………………………........$ 0 

TOTAL LIQUIDACIÓN COSTAS………….…………………..........  $ 1.098.956 

 

 
SIMÓN MATEO ARIAS RUIZ 

Secretario 

  

 

 

REPÚBLICA DE COLOMBIA  

RAMA JUDICIAL  

  
JUZGADO SEXTO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE MANIZALES   

  

´Manizales, diecisiete (17) de octubre de dos mil veintitrés (2023) 

  

 

Radicación: 17001-33-39-006-2019-00285-00                                         A.S. 0699 

  

 

Vista la liquidación de costas que antecede y de conformidad con el numeral 1 del artículo 366 del 

Código General del Proceso, se imparte aprobación a la misma en todas sus partes.   

 

En firme el presente auto, procédase al archivo del expediente, previo las anotaciones pertinentes en el 

aplicativo Justicia Siglo XXI. 

 

 

 

NOTIFÍQUESE   

  

 

 

  

BIBIANA MARÍA LONDOÑO VALENCIA  

JUEZ  

 

 



 

 

 JUZGADO SEXTO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE MANIZALES  

 

La anterior providencia se notificó por ESTADO Nº 155 el día 18/0710/2023 

 

 

 

 

 

 

 



REPÚBLICA DE COLOMBIA  

RAMA JUDICIAL  

  
JUZGADO SEXTO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO  

 DE MANIZALES  

  

Manizales, diecisiete (17) de octubre de dos mil veintitrés (2023)                                                      

  

INTERLOCUTORIO:   1535/2022  

MEDIO DE CONTROL:  NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL 

DERECHO  

DEMANDANTE:    SANDRA MILENA CARDONA OSPINA 

DEMANDADO:  NACIÓN -MINISTERIO DE DEFENSA – 

EJÉRCITO NACIONAL y la señora MARY 

LUZ HINCAPIE OSPINA su nombre y 

también en representación de la menor 

MARÍA JOSÉ ARISTIZABAL HINCAPIE. 

 

RADICACIÓN:    17-001-33-39-006-2021-00035-00 

Previo a nombrar Curador Ad litem, observa este Despacho que obra dentro del 

expediente escrito allegado por la parte demandante en el archivo 037 del expediente 

digital, en el que informa y allega decisión definitiva dictada dentro del proceso 

ordinario de declaración de Unión Marital adelantado por la señora Mary Luz 

Hincapié Ospina ante el Juzgado Cuarto de Familia de Armenia, Quindío; contra la 

señora Sandra Milena Cardona y otros, en el que fueron negadas las pretensiones; y 

por ello solicita ante este estrado judicial, la exclusión de la señora Hincapié Ospina 

del presente proceso. Así mismo, solicita se imparta tramite para  conciliación 

judicial con el Ministerio de Defensa y otros. 

Visto lo anterior,  se recuerda por el despacho que la etapa de conciliación está 

prevista por el artículo 180 del CPACA dentro del desarrollo de la audiencia inicial. 

De igual forma, en cualquier etapa del proceso se podrá conciliar el tema objeto de 

litigio entre las partes. 

En vista de ello,  al no encontrarse trabada la litis respecto de la señora Mary Luz 

Hincapié Ospina y la menor accionada, este juzgado no podrá citar a las partes a 

audiencia de conciliación. 

Respecto de la solicitud de exclusión de la mencionada señora Mary Luz Hincapié 

Ospina como sujeto procesal en esta etapa del proceso con ocasión de la sentencia 

dictada por el Juzgado de Familia en la que no accedió a declarar la Existencia de la 

  



Unión Marital de Hecho entre esta y el causante; considera el despacho que la 

solicitud no es procedente en la medida que el acto administrativo atacado no ha 

perdido vigencia en razón a la decisión emitida por la Jurisdicción Ordinaria y  este 

goza de presunción de legalidad hasta que se decrete su nulidad vía judicial o 

eventualmente se presente oferta de revocatoria directa por parte de la Nación – 

Ministerio de Defensa – Ejército Nacional.  

 

 Finalmente con fundamento en el parágrafo 2º  del artículo 8º de la ley 2213  de 2022 

sobre el trámite de notificación personal, que señala: “La autoridad judicial, de oficio o 

a petición de parte, podrá solicitar información de las direcciones electrónicas o sitios de la 

parte por notificar que estén en las Cámaras de Comercio, superintendencias, entidades 

públicas o privadas, o utilizar aquellas que estén informadas en páginas web o en redes 

sociales”;  se dispondrá nuevamente intentar la notificación personal de la persona 

natural demandada y en consecuencia, SE SOLICITA al Juzgado Cuarto de Familia 

de  la ciudad de Armenia, Quindío; para que dentro del término de TRES (3) días 

contado desde la comunicación de la presente decisión, SE SIRVA informar a este 

despacho al buzón: admin06ma@cendoj.ramajudicial.gov.co, la dirección de correo 

electrónico y/o dirección del domicilio de la señora Mary Luz Hincapié Ospina que 

esta haya aportado como demandante dentro del proceso de Declaración de Unión 

Marital de Hecho con radicado  630013110004-2019-00053-00. 

 

Por la Secretaría de este despacho, REMÍTASE el correspondiente oficio con destino 

a la entidad requerida.  

 

NOTIFÍQUESE y CÚMPLASE 

 

BIBIANA MARÍA LONDOÑO VALENCIA  

JUEZ  

   

 

 

 

 

 

mailto:admin06ma@cendoj.ramajudicial.gov.co


 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 JUZGADO SEXTO ADMINISTRATIVO 

DEL CIRCUITO DE MANIZALES – 

CALDAS 

Por anotación en ESTADO Nº 117, 

notifico a las partes la providencia anterior, 

hoy 12/07/2022 a las 8:00 a.m. 

 

SIMON MATEO ARIAS RUIZ 
SECRETARIO 
 



 

REPÚBLICA DE COLOMBIA 

 
RAMA JUDICIAL 

JUZGADO SEXTO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO 

DE MANIZALES 

 

Manizales, diecisiete (17) de octubre de dos mil veintitrés (2023) 
 

 

INTERLOCUTORIO: 1536/2023 

RADICACIÓN:  17001-33-39-006-2022-00427-00 

NATURALEZA:  NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

DEMANDANTE: ISABEL OLIVEROS HERRERA 

 

DEMANDADO:       MUNICIPIO DE LA DORADA 

 

I. ASUNTO  

 

Procede el Despacho a resolver sobre la admisibilidad del llamamiento en garantía 

formulado por el Municipio de la Dorada. 

 

 

II. CONSIDERACIONES 

 

Procede esta célula judicial a definir si el llamamiento en garantía formulado por la 

entidad demandada a la empresa CONSTRUIMOS Y SEÑALIZAMOS – 

CONSTRUSEÑALES S.A. cumple con los requisitos de ley para su admisibilidad. 

 

Se tiene entonces que el escrito de llamamiento, el Municipio de la Dorada señaló 

que al momento de la ocurrencia de los hechos objeto del presente proceso, entre el 

MUNICIPIO DE LA DORADA, CALDAS y CONSTRUIMOS Y SEÑALIZAMOS 

S.A. - CONSTRUSEÑALES S.A., se encontraba vigente el contrato de concesión 

No. 20081302 del 13 de agosto de 2013 y como consecuencia de ello, en el caso que 

se dé una sentencia condenatoria en contra del MUNICIPIO DE LA DORADA, se 

condene a CONSTRUIMOS Y SEÑALIZAMOS S.A. - CONSTRUSEÑALES S.A., a 

cubrir los montos y/o sumas de dinero que se ordene cancelar. 
 

 

En vista de ello, es menester citar el artículo 225 de la Ley 1437 de 2011, el cual 

regula la procedencia del llamamiento en garantía, en los siguientes términos, 

 
“ART. 225- LLAMAMIENTO EN GARANTÍA: Quien afirme tener derecho legal o 

contractual de exigir a un tercero la reparación integral del perjuicio que llegare a sufrir, 

o el reembolso total o parcial del pago que tuviere que hacer como resultado de la 
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sentencia, podrá pedir la citación de aquel, para que en el mismo proceso se resuelva sobre 

tal relación.  

 

El llamado, dentro del término de que disponga para responder el llamamiento que será 

de quince (15) días, podrá, a su vez, pedir la citación de un tercero en la misma forma que 

el demandante o el demandado.  

 

El escrito de llamamiento deberá contener los siguientes requisitos:  

 

1. El nombre del llamado y el de su representante si aquel no puede comparecer por sí al 

proceso.  

 

2. La indicación del domicilio del llamado, o en su defecto, de su residencia, y la de su 

habitación u oficina y los de su representante, según fuere el caso, o la manifestación 

de que se ignoran, lo último bajo juramento, que se entiende prestado por la sola 

presentación del escrito.  

 

3. Los hechos en que se basa el llamamiento y los fundamentos de derecho que se 

invoquen.  

 

4. La dirección de la oficina o habitación donde quien hace el llamamiento y su 

apoderado recibirán notificaciones personales. 

 

(…)” 

 

Acerca de la necesidad de aportar prueba sumaria sobre el derecho legal o 

contractual para realizar el llamamiento en garantía, de manera reciente el Consejo 

de Estado1 señaló:   

  
“…en cuanto a la procedencia del llamamiento en garantía, debe advertirse que la 

misma se encuentra supeditada a la existencia de un derecho legal o contractual que 

ampare a la persona frente al tercero a quien solicita se vincule al proceso, en orden a 

que en la misma litis principal se defina la relación sustancial que tienen aquellos dos, 

de tal manera que quien formula el llamamiento en garantía debe cumplir con la carga 

procesal de acompañar prueba siquiera sumaria del derecho que tiene para tal 

actuación, esto es, del derecho legal o contractual que le permita exigir del tercero la 

indemnización del perjuicio que llegare a sufrir o el reintegro del pago que tuviere que 

hacer en virtud de la sentencia condenatoria que se llegare a proferir en su contra…” 

(Resalta el Juzgado).  

 

 

De la norma transcrita se infiere que, para que sea procedente el llamamiento en 

garantía es necesario que entre la parte o persona citada al proceso y aquella a 

quien se cita en calidad de llamada exista una relación de orden legal o contractual 

que permita que esta sea vinculada al proceso y sea obligada a resarcir un perjuicio 

o a efectuar un pago que será impuesto al llamante en la sentencia que decida el 

proceso. 

 

                                                           
1 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera. Subsección A. Auto del diez (10) de marzo de 
dos mil dieciséis (2016). Radicación  17001-23-33-000-2013-00381-01(53678) C.P. Hernán Andrade Rincón. 
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Al respecto se tiene que el Municipio de la Dorada contrató el 20 de agosto de 2013, 

con CONSTRUSEÑALES S.A. la “ORGANIZACIÓN, SUMINISTRO, INSTALACIÓN, 

IMPLEMENTACIÓN, OPERACIÓN, MANTENIMIENTO, EXPANSIÓN Y PUESTA EN 

MARCHA DEL SISTEMA DE FISCALIZACIÓN ELECTRÓNICA DE DETECCIÓN DE 

INFRACCIONES DE TRÁNSITO Y AMOBLAMIENTO VIAL EN EL MUNICIPIO DE LA 

DORADA” y dentro de la cláusula Décima Tercera se pactó como responsabilidad 

del Concesionario: “(…) se obliga a responder por las acciones de carácter civil, penal, 

laboral o contencioso administrativo que se interpongan contra EL CONCEDENTE por 

acciones u omisiones del CONCESIONARIO, sus trabajadores o equipos. En tal virtud, de 

conformidad con las correspondientes normas procedimentales, EL CONCESIONARIO se 

vinculará a los procesos que sean instaurados con EL CONCEDENTE (…)”. 

 

Con el escrito de llamamiento en garantía se allegó copia de los siguientes 

documentos. 

 

1. Contrato de Concesión No. 20081302 del 20 de agosto de 2013. 

2. Certificado de existencia y representación legal de 

CONSTRUSEÑALES S.A. 

 

Una vez estudiado el escrito mediante el cual se formula el llamamiento en 

garantía frente a la mencionada sociedad, resulta diáfano para esta célula judicial 

que fueron acreditados los requisitos de ley, de tal manera que habrá de admitirse. 

 

 

Por lo expuesto, el Juzgado Sexto Administrativo del Circuito de Manizales, 

 

 

RESUELVE 

 

PRIMERO: ADMÍTESE EL LLAMAMIENTO EN GARANTÍA formulado por el 

MUNICIPIO DE LA DORADA frente a la compañía CONSTRUIMOS Y 

SEÑALIZAMOS S.A. con Nit. 800.256.059-5 

 

SEGUNDO: NOTIFÍQUESE al representante legal de CONSTRUSEÑALES S.A., o 

quien haga sus veces, mediante mensaje dirigido al buzón electrónico para 

notificaciones judiciales, de conformidad con los artículos 198 y 199 de la Ley 1437 

de 2011, modificado por el artículo 48 de la ley 2080 de 2021. 

 

TERCERO: La entidad llamada en garantía una vez notificada en los términos del 

ordinal anterior, tiene el término de QUINCE (15) DÍAS para contestar el 

llamamiento, proponer excepciones y solicitar pruebas a que haya lugar (art. 225 

inc. 2), los cuales comenzarán a correr conforme el artículo 199 del CPACA 

modificado por el artículo 48 de la ley 2080 de 2021 a partir del día siguiente a la 

notificación que se realice al buzón electrónico para notificaciones judiciales de la 

convocada. 

 



17001-33-33-006-2022-00427-00  
Nulidad y Restablecimiento del Derecho 

A.I. 1536 

 4 

CUARTO: SE RECONOCE personería para actuar en nombre y representación del 

Municipio de la Dorada a la abogada PAULA CONSTANZA GÓMEZ MARTÍNEZ 

con Tarjeta Profesional No. 174.302 del C. S de la J, en los términos y para los fines 

del poder general aportado con la contestación de la demanda. 

 

 

NOTIFÍQUESE  

 
BIBIANA MARÍA LONDOÑO VALENCIA  

JUEZ 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 
 

 

 



REPÚBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIAL 

 
JUZGADO SEXTO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE 

MANIZALES 

 

Manizales, diecisiete (17) de octubre de dos mil veintitrés (2023) 

                                                                                                   

SUSTANCIACIÓN: 700/2023 

TRÁMITE:  AMPARO DE POBREZA   

SOLICITANTE: CLAUDIA ISABEL MUÑOZ    

RADICACIÓN:  17001-33-39-006-2023-00011-00 

 

Observa el Despacho que para el 23 de mayo del año en curso el abogado 

designado como apoderado de oficio de la señora Claudia Isabel Muñoz, 

presentó informe de las gestiones realizadas una vez aceptado el 

nombramiento en el trámite de amparo de pobreza, indicando que pese a 

haberle requerido una información a la señora Muñoz para realizar el estudio 

de su proceso, la misma no le ha suministrado ninguna documentación por 

ningún medio pese a contar con sus datos para localizarlo.   

 

Posteriormente para el 17 de octubre del año en curso, el abogado Daniel 

Rendón Vásquez allegó solicitud de revocatoria del nombramiento como 

apoderado de oficio de la señora CLAUDIA ISABEL MUÑOZ, ello ante la 

ausencia de instrucciones específicas, así como de la documentación para dar 

inicio al proceso.   

 

Por lo anterior SE REQUIRE a la señora CLAUDIA ISABEL MUÑOZ, para que 

dentro de los tres (03) días siguientes a la notificación de la presente 

providencia, informe al Despacho si desea continuar con el trámite de amparo, 

de no cumplirse con lo requerido se procederá en la forma establecida por el 

artículo 317 del C.G.P. so pena del desistimiento trámite instaurado.  
 

NOTIFÍQUESE  

                                

BIBIANA MARÍA LONDOÑO VALENCIA 

JUEZ 

 

 

 

 

 

 

 



REPÚBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

 

 

 

 

JUZGADO SEXTO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE 

MANIZALES 

 

Manizales, diecisiete (17) de octubre de dos mil veintitrés (2023). 

                                                                                                    

 

INTERLOCUTORIO:  1538/2023 

MEDIO DE CONTROL:                 NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

DEMANDANTE:  ALEXANDER OLAYA MUÑOZ. 

DEMANDADO: NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN – 

FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES 

SOCIALES DEL MAGISTERIO Y MUNICIPIO DE 

MANIZALES.  

RADICACIÓN:                                 17-001-33-39-006-2023-00103-00  

 

   

I. ASUNTO 

 

Procede el Despacho a estudiar si en el presente asunto hay lugar a proferir 

sentencia anticipada, conforme con lo dispuesto en el artículo 42 de la Ley 

2080 de 2021. por medio de la cual se reforma el código de procedimiento 

administrativo y de lo contencioso administrativo -ley 1437 de 2011- y se 

dictan otras disposiciones en materia de descongestión en los procesos que se 

tramitan ante la jurisdicción 
 

II. ANTECEDENTES  

 

➢ SENTENCIA ANTICIPADA EN LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO  

  

En los procesos contenciosos administrativos, se tiene previsto de acuerdo 

con lo dispuesto recientemente en la en el artículo 42 de la Ley 2080 de 2021, 

lo siguiente:  

 

 

 Artículo 182A. Sentencia anticipada. Se podrá dictar sentencia anticipada:  

 

1. Antes de la audiencia inicial:  

 

a) Cuando se trate de asuntos de puro derecho; 

 b) Cuando no haya que practicar pruebas;  



c) Cuando solo se solicite tener como pruebas las documentales aportadas con la 

demanda y la contestación, y sobre ellas no se hubiese formulado tacha o 

desconocimiento;  

d) Cuando las pruebas solicitadas por las partes sean impertinentes, 

inconducentes o inútiles.  

 

El juez o magistrado ponente, mediante auto, se pronunciará sobre las pruebas 

cuando a ello haya lugar, dando aplicación a lo dispuesto en el artículo 173 del 

Código General del Proceso y fijará el litigio u objeto de controversia. 

 

 Cumplido lo anterior, se correrá traslado para alegar en la forma prevista en el 

inciso final del artículo 181 de este código y la sentencia se expedirá por escrito.  

 

No obstante estar cumplidos los presupuestos para proferir sentencia anticipada 

con base en este numeral, si el juez o magistrado ponente considera necesario 

realizar la audiencia inicial podrá hacerlo, para lo cual se aplicará lo dispuesto 

en los artículos 179 y 180 de este código 

 

Bajo esta premisa normativa, en los asuntos en que no haya lugar a la 

práctica de pruebas o con las aportadas sea suficiente para dirimir la 

controversia, el juez contencioso administrativo puede prescindir de la 

realización de la audiencia inicial prevista en el artículo 180 del CPACA y en 

su lugar, proceder mediante auto a resolver lo atinente a la fijación del litigio 

y sobre las pruebas aportadas por las partes. 

 

Teniendo en cuenta que los documentos obrantes en el proceso son 

suficientes para decidir de fondo el presente asunto, procederá esta célula 

judicial a impartir el tramite previsto en la citada norma 

 

➢ EXCEPCIONES PREVIAS  
 

Conforme a lo establecido en el parágrafo 2º del artículo 38 de la Ley 2080 de 

2021, se procede a resolver las excepciones previas formuladas por las 

entidades demandadas. 

 

La Nación – Ministerio de Educación – Fondo Nacional de Prestaciones 

Sociales del Magisterio, propone la “Ineptitud de la demanda por falta de 

requisitos formales” al considerar que dieron respuesta a la solicitud, lo 

anterior da cuenta de la inexistencia del acto administrativo ficto o presunto 

demandado en el presente proceso 

 

Respecto a la excepción promovida por el FOMAG, para su estudio, es 

preciso decir que, no acreditó el demandado el acto administrativo que 

refiere como contestación a la solitud, tampoco son claras las razones por las 

cuales refiere que existe una ineptitud sustancial de la demanda por lo cual 

para el despacho el acto ficto es el acto objeto de debate en la presente 

demanda. 



En relación a la excepción denominada “FALTA DE LEGITIMACIÓN EN LA 

CAUSA POR PASIVA”” propuesta por el Municipio de Manizales, en razón 

a que esta se promueve desde el criterio material, será resuelta en la 

sentencia que ponga fin a esta instancia 

 

2.1 FIJACIÓN DE LITIGIO 

 

De acuerdo con lo preceptuado en el numeral 7º del artículo 180 y 182 A1 de 

la Ley 1437 de 2011, teniendo en cuenta la demanda, la no contestación de la 

demanda y con base en el material documental obrante en el proceso, se fijará 

el litigio en función exclusivamente de los hechos propiamente dichos y 

jurídicamente relevantes, descritos en el libelo demandador, al igual que 

atendiendo al material documental que ya reposa en el plenario, en los 

siguientes términos: 

 

Establecer la legalidad del acto administrativo ficto configurado el día 28 de 

octubre de 2021 frente a la solicitud presentada el día 28 de julio de 2021, en 

cuanto negó el reconocimiento y pago de la SANCIÓN POR MORA por la no 

consignación oportuna de las cesantías establecida en la Ley 50 de 1990, 

artículo 99, equivalente a un (1) día de su salario por cada día de retardo, 

contados desde el 15 de febrero de 2021 fecha en que debió efectuarse el pago 

de las cesantías del año 2020, en el respectivo Fondo Prestacional y hasta el 

momento en que se acredite el pago de los valores correspondientes en la 

cuenta individual del docente, así como también niegan el derecho a la 

INDEMNIZACIÓN, por el pago tardío de los intereses a las cesantías, que se 

encuentra establecida en el artículo 1 de la Ley 52 de 1975, la Ley 50 de 1990 y 

el Decreto Nacional 1176 de 1991, indemnización que es equivalente al valor 

cancelado de los intereses causados durante el año 2020, los cuales fueron 

cancelados superado el término legal, esto es, después del 31 de enero de 2021 

y como consecuencia le reconozca y pague la indemnización por el pago 

tardío de los intereses y la sanción mora por el no pago oportuno de las 

cesantías.  

 

En sentido contrario, se verificará si como lo plantea la NACIÓN – 

MINISTERIO DE EDUCACIÓN – FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES 

SOCIALES DEL MAGISTERIO las pretensiones carecen de sustento fáctico y 

jurídico necesario para que las mismas prosperen, como quiera que la parte 

accionante NO le asiste el derecho al reconocimiento de las cesantías en los 

términos indicados. En suma, debe ponerse de presente que, la Ley 344 de 

1996 no consagra la obligación de pagar sanción moratoria por la presunta 

consignación inoportuna de las cesantías reclamadas. La ley 50 de 1990 no es 

aplicable al Magisterio, puesto que, la norma de derecho sustancial aplicable 

a la sanción moratoria derivado del pago tardío de las cesantías, es la Ley 244 
                     
1 Adicionado por el artículo 42 de la Ley 2080 del 25 de enero de 2021. 



de 1995, modificada por la Ley 270 de 1996, también se oponen al 

reconocimiento y pago la sanción por mora establecida en la Ley 50 de 1990, 

artículo 99, e indemnización por intereses, ya que como más adelante se 

demostrará en la presente defensa, las cesantías se tramitaron conforme a lo 

específicamente reglado en el régimen especial del magisterio, esto es, la Ley 

91 de 1989 y el Acuerdo No. 039 de 1998 emitido por el Consejo Directivo del 

FOMAG 

 

De las acotaciones anteriormente realizadas, en donde se citan puntualmente 

las normas que se refieren a la especificidad de la tipología de trabajadores 

que obligatoriamente se debe afiliar a cada uno de éstos, podemos concluir 

que el diseño que hasta la fecha se encuentra vigente corresponde a un 

sistema de administración de cesantías coherente, en donde, atendiendo a la 

claridad de su reglamentación, no habría lugar a ningún tipo de confusión 

respecto de su funcionamiento y las reglas que, según el tipo de trabajador, 

deben observarse para la liquidación y pago de las respectivas cesantías. 

 

Por su parte el Municipio de Manizales señala que el legislador estableció un 

régimen especial para los docentes estatales en lo concerniente a la 

liquidación, reconocimiento y pago de cesantías e intereses a las cesantías, 

creando para tal efecto un Patrimonio Autónomo adscrito a la Nación 

denominado FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL 

MAGISTERIO – FOMAG-, cuya administración y representación legal se 

encuentra en cabeza de FIDUPREVISORA, en virtud del contrato de fiducia 

mercantil suscrito con el Ministerio de Educación Nacional 

El régimen especial de los docentes estatales afiliados al FONDO 

NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO FOMAG, 

les impide afiliarse a otro fondo administrador de cesantías como el FONDO 

NACIONAL DEL AHORRO O UNO DE CARÁCTER PRIVADO, y no le 

impone a las entidades territoriales la carga jurídica de efectuar los aportes 

de cesantías e intereses a las cesantías a cada docente adscrito a su planta de 

personal, en los términos de la Ley 50 de 1990 y el Decreto 1176 de 1991, pues 

conforme a la naturaleza jurídica de dicho patrimonio autónomo y de 

acuerdo con el procedimiento establecido por su Consejo Directivo mediante 

ACUERDO 39 DEL 15 DE DICIEMBRE DE 1998 

Así entonces resulta improcedente aplicar al Municipio de Manizales la 

sanción moratoria contemplada en la Ley 50 de 1990 y el Decreto 1176 de 

1991 y pretendida por el demandante, toda vez que por tratarse de un (a) 

docente estatal afiliado (a) al FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES 

SOCIALES DEL MAGISTERIO-FOMAG-, Patrimonio Autónomo de la 

Nación y no Administradora de Fondos de Cesantías (como sí lo es el Fondo 

Nacional del Ahorro), las disposiciones que rigen su relación jurídica son las 

contenidas en la Ley 91 de 1989 y el Acuerdo 39 de 1998, trámite dentro del 

cual ninguna entidad territorial tiene la carga legal de consignar al FOMAG 



las cesantías y los intereses a las cesantías de los educadores adscritos a su 

planta de personal, teniendo en cuenta que su reconocimiento y pago está en 

cabeza deFIDUPREVISORA, como vocera y administradora de los recursos 

del mencionado Fondo 

 

 

➢ PROBLEMAS JURÍDICOS 

 

¿TIENE DERECHO LA PARTE DEMANDANTE A QUE SE LE RECONOZCA Y PAGUE LA 

SANCIÓN MORATORIA CONTEMPLADA EN EL ARTÍCULO 99 DE LA LEY  50 DE 1990 

POR LA NO CONSIGNACIÓN OPORTUNA DE LAS CESANTÍAS DEL AÑO 2020, ASÍ COMO 

AL PAGO DE LA INDEMNIZACIÓN ESTABLECIDO EN EL ARTÍCULO 1º DE LA LEY 52 DE 

1975 Y EL DECRETO 1176 DE 1991? 

 

EN CASO AFIRMATIVO 

 

¿ES EL FOMAG O EL MUNICIPIO DE MANIZALES O AMBAS LAS RESPONSABLES DEL 

PAGO DE LA SANCIÓN MORATORIA Y LA INDEMNIZACIÓN POR EL PAGO TARDÍO DE 

LOS INTERESES A LAS CESANTÍAS?  

 

¿RESULTA PROCEDENTE EL PAGO INDEXADO DE LA SUMAS RECLAMADAS POR 

CONCEPTO DE SANCIÓN POR MORA Y LOS INTERESES? 

 

¿RESULTA PROCEDENTE EL PAGO PAGO DE INTERESES MORATORIOS A PARTIR DEL 

DÍA SIGUIENTE DE LA FECHA DE LA EJECUTORIA DE LA SENTENCIA Y POR EL TIEMPO 

SIGUIENTE HASTA QUE SE EFECTÚE EL PAGO DE LAS SANCIONES MORATORIAS? 

 

Lo anterior sin perjuicio de que, al proferirse la sentencia se aborden otros 

problemas jurídicos. 

 

➢ Decreto de pruebas.  

 

Teniendo en cuenta que los documentos obrantes en el proceso son 

suficientes para decidir de fondo el presente asunto, se procederá a 

incorporar las pruebas allegadas al proceso. 

 

I. PRUEBAS PARTE DEMANDANTE 

 

1.1 DOCUMENTAL  

 

Se decreta como prueba el material documental acompañado con la 

demanda, siempre que verse sobre los puntos materia de litigio. (Doc. 002 y 

003 del E.D). 

 



Solicitó las siguientes pruebas: 

 

- OFICIAR al MUNICIPIO DE MANIZALES, y al MINISTERIO DE 

EDUCACIÓN NACIONAL, para que se sirva allegar: 

1. Certificación de la fecha exacta en la que consignó como patrono de los 

mandantes las cesantías que corresponden al trabajo realizado como docente 

oficial al servicio de esta entidad territorial durante la vigencia del año 2020 

en el Fomag, y el valor específico pagado por este concepto en esa fecha. 

Pidiendo igualmente en este punto: 

 

• Copia de la respectiva consignación o planilla utilizada para estos efectos, 

donde aparezca el nombre del docente, el valor exacto consignado y la 

copia del CDP que fue realizado para realizar el respectivo trámite 

presupuestal que ocasionó la erogación del gasto por este concepto. 

• Si la acción descrita en el literal A, obedece a que esta entidad, solo se 

realizó algún reporte a la Fiduciaria o el FOMAG, sin haber realizado 

algún pago – consignación – por concepto de las cesantías que 

corresponden a la vigencia del año 2020, sírvase expedir la respectiva 

constancia de este documento del reporte o informar sobre el trámite 

dado a esta cancelación.  

• Copia del acto administrativo, que ordenó el reconocimiento de esta 

cesantía anual a cada docente demandante, por laborar el año 2020, al 

servicio de esta entidad territorial y que dio nacimiento a la consignación 

por parte de esta entidad a la acreencia cancelada en el Fomag.  

 

2. Certificación en la que conste que los demandantes laboran en MUNICIPIO 

DE MANIZALES Y/O SECRETARIA DE EDUCACIÓN, la fecha exacta en la 

que consignó las cesantías que corresponden al trabajo realizado como 

docente oficial al servicio de esta entidad territorial durante la vigencia del 

año 2020 en el Fomag, y el valor específico pagado por este concepto en esa 

fecha. Solicitando igualmente al respecto: 

 

• Expedir copia de la constancia de la respectiva transacción - 

consignación, que fue realizada de manera individual o conjunta que 

corresponda al concepto de cesantía de la vigencia laborada 2020, a favor 

del docente que aparece como demandante en el FONDO 

PRESTACIONAL DEL MAGISTERIO – FOMAG. 

• Indicar la fecha exacta en la cual fueron cancelados los intereses a las 

cesantías sobre el monto acumulado de esta prestación, que le 

corresponden al docente solicitante, así como el valor cancelado, y que 

incluye el valor de las cesantías que fueron causadas y acumuladas hasta 

el año 2020. 

 

2.  PRUEBAS PARTE DEMANDADA  

 



2.2. NACIÓN-MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL-FOMAG. 

 

Se decreta como prueba el material documental acompañado con la 

contestación de la demanda, siempre que verse sobre los puntos materia de 

litigio. (Doc. 009 y 010 del E.D). 

 

Solicita oficiar al municipio de Manizales  a efectos que aporte las pruebas 

documentales que permitan evidenciar el tramite realizado respecto a la 

solicitud radicada por el demandante y los medios probatorios que den 

cuenta de la trazabilidad, con inclusión de los tiempos en que se evacuó cada 

una de las etapas del trámite administrativo previsto para la actividad 

operativa de “liquidación de las cesantías e intereses sobre cesantías” del 

docente accionante, correspondientes a la anualidad 2020, y su remisión a 

Fiduprevisora S.A. 

 

2.3. MUNICIPIO DE MANIZALES.  

 

Se decreta como prueba el material documental acompañado con la 

contestación de la demanda, siempre que verse sobre los puntos materia de 

litigio. (Doc. 011 del E.D). 

 

No hizo solicitud especial de práctica de pruebas. 

 

Se NIEGAN las pruebas solicitadas tanto por la parte demandante, como por 

la demandada la NACIÓN-MINISTERIO DE EDUCACIÓN - FOMAG por 

considerarse inconducentes e innecesarias, para resolver el fondo del asunto.  

 

De acuerdo a las pruebas solicitadas se observa que con ellas se pretende 

demostrar el pago y consignación de las cesantías causadas en el año 2020 a 

los docentes demandantes, requiriéndose conocer la fecha exacta en la que 

consignó las cesantías que corresponden al trabajo realizado por cada uno de 

los demandantes al servicio de la entidad territorial durante la vigencia del 

año 2020, o la fecha en que se realizó reporte sin haber consignado, o el acto 

administrativo de reconocimiento de la cesantía anual y la fecha en que 

fueron cancelados los intereses. 

 

Se precisa que, con las pruebas aportadas, se reúnen los elementos jurídicos 

necesarios para adoptar la decisión de fondo, esto es, de definir la 

procedencia o no de la aplicación del régimen de cesantías e intereses a las 

cesantías regulados en la Ley 50 de 1990 al grupo de docentes demandantes y 

que se encuentran afiliados al FOMAG. 

 

➢ Traslado de alegatos 

 

Teniendo en cuenta que el material documental obrante en el expediente 



resulta suficiente para resolver de fondo la presente controversia y no 

habiendo pruebas por decretar, toda vez que se trata de un asunto de puro 

derecho, procede este Despacho a emitir sentencia anticipada conforme con lo 

dispuesto en 42 de la Ley 2080 de 2021, previo TRASLADO A LAS PARTES 

POR EL TÉRMINO DE (DIEZ) 10 DÍAS para que presenten sus 

ALEGATOS DE CONCLUSIÓN. En el mismo término podrá el Ministerio 

Público presentar concepto, si a bien lo tiene. 

 

Se reconoce personería a los abogados CATALINA CEMELIN CARDOSO 

identificada con C.C. 1.110.453.991y T.P. 201.409 del C.S. de la J y JOHANNA 

MARCELA ARISTIZABAL URREA identificada con C.C. 1.75.262.068 y T.P. 

299.261, como apoderada principal y sustituta, respectivamente, del 

Ministerio de Educación Nacional – Fondo Nacional de Prestaciones Sociales 

del Magisterio. 

 

Se reconoce personería a la abogada LINA MARCELA OSORIO OSORIO 

identificado con C.C. 30.395.429 y T.P. 128.452 del C.S. de la J, para actuar 

como apoderada judicial del Municipio de Manizales, conforme al poder 

adjunto con la contestación de la demanda 

 

NOTIFÍQUESE, 

 

 

 

BIBIANA MARÍA LONDOÑO VALENCIA  

JUEZ 
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JUZGADO SEXTO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO 

DE MANIZALES 

 

Por anotación en ESTADO Nº 155, notifico a las partes la 

providencia anterior, hoy 18/10/2023 a las 8:00 a.m. 

 

 

_______________________ 
SIMON MATEO ARIAS RUIZ 

Secretario 
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

 

 

 

 

JUZGADO SEXTO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE 

MANIZALES 

 

Manizales, diecisiete (17) de octubre de dos mil veintitrés (2023). 

                                                                                                    

 

INTERLOCUTORIO:  1539/2023 

MEDIO DE CONTROL:                 NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

DEMANDANTE:  PAULA ANDREA LÓPEZ ROLDÁN. 

DEMANDADO: NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN – 

FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES 

SOCIALES DEL MAGISTERIO Y MUNICIPIO DE 

MANIZALES.  

RADICACIÓN:                                 17-001-33-39-006-2023-00106-00  

 

   

I. ASUNTO 

 

Procede el Despacho a estudiar si en el presente asunto hay lugar a proferir 

sentencia anticipada, conforme con lo dispuesto en el artículo 42 de la Ley 

2080 de 2021. por medio de la cual se reforma el código de procedimiento 

administrativo y de lo contencioso administrativo -ley 1437 de 2011- y se 

dictan otras disposiciones en materia de descongestión en los procesos que se 

tramitan ante la jurisdicción 
 

II. ANTECEDENTES  

 

➢ SENTENCIA ANTICIPADA EN LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO  

  

En los procesos contenciosos administrativos, se tiene previsto de acuerdo 

con lo dispuesto recientemente en la en el artículo 42 de la Ley 2080 de 2021, 

lo siguiente:  

 

 

 Artículo 182A. Sentencia anticipada. Se podrá dictar sentencia anticipada:  

 

1. Antes de la audiencia inicial:  

 

a) Cuando se trate de asuntos de puro derecho; 

 b) Cuando no haya que practicar pruebas;  



c) Cuando solo se solicite tener como pruebas las documentales aportadas con la 

demanda y la contestación, y sobre ellas no se hubiese formulado tacha o 

desconocimiento;  

d) Cuando las pruebas solicitadas por las partes sean impertinentes, 

inconducentes o inútiles.  

 

El juez o magistrado ponente, mediante auto, se pronunciará sobre las pruebas 

cuando a ello haya lugar, dando aplicación a lo dispuesto en el artículo 173 del 

Código General del Proceso y fijará el litigio u objeto de controversia. 

 

 Cumplido lo anterior, se correrá traslado para alegar en la forma prevista en el 

inciso final del artículo 181 de este código y la sentencia se expedirá por escrito.  

 

No obstante estar cumplidos los presupuestos para proferir sentencia anticipada 

con base en este numeral, si el juez o magistrado ponente considera necesario 

realizar la audiencia inicial podrá hacerlo, para lo cual se aplicará lo dispuesto 

en los artículos 179 y 180 de este código 

 

Bajo esta premisa normativa, en los asuntos en que no haya lugar a la 

práctica de pruebas o con las aportadas sea suficiente para dirimir la 

controversia, el juez contencioso administrativo puede prescindir de la 

realización de la audiencia inicial prevista en el artículo 180 del CPACA y en 

su lugar, proceder mediante auto a resolver lo atinente a la fijación del litigio 

y sobre las pruebas aportadas por las partes. 

 

Teniendo en cuenta que los documentos obrantes en el proceso son 

suficientes para decidir de fondo el presente asunto, procederá esta célula 

judicial a impartir el tramite previsto en la citada norma 

 

➢ EXCEPCIONES PREVIAS  
 

Conforme a lo establecido en el parágrafo 2º del artículo 38 de la Ley 2080 de 

2021, se procede a resolver las excepciones previas formuladas por las 

entidades demandadas. 

 

La Nación – Ministerio de Educación – Fondo Nacional de Prestaciones 

Sociales del Magisterio, propone la “Ineptitud de la demanda por falta de 

requisitos formales” al considerar que dieron respuesta a la solicitud, lo 

anterior da cuenta de la inexistencia del acto administrativo ficto o presunto 

demandado en el presente proceso 

 

Respecto a la excepción promovida por el FOMAG, para su estudio, es 

preciso decir que, no acreditó el demandado el acto administrativo que 

refiere como contestación a la solitud, tampoco son claras las razones por las 

cuales refiere que existe una ineptitud sustancial de la demanda por lo cual 

para el despacho el acto ficto es el acto objeto de debate en la presente 

demanda.  



 

En relación a la excepción denominada “FALTA DE LEGITIMACIÓN EN LA 

CAUSA POR PASIVA”” propuesta por el Municipio de Manizales, en razón 

a que esta se promueve desde el criterio material, será resuelta en la 

sentencia que ponga fin a esta instancia 

 

2.1 FIJACIÓN DE LITIGIO 

 

De acuerdo con lo preceptuado en el numeral 7º del artículo 180 y 182 A1 de 

la Ley 1437 de 2011, teniendo en cuenta la demanda, la no contestación de la 

demanda y con base en el material documental obrante en el proceso, se fijará 

el litigio en función exclusivamente de los hechos propiamente dichos y 

jurídicamente relevantes, descritos en el libelo demandador, al igual que 

atendiendo al material documental que ya reposa en el plenario, en los 

siguientes términos: 

 

Establecer la legalidad del acto administrativo ficto configurado el día 10 de 

noviembre de 2021 frente a la solicitud presentada el día 10 de agosto de 

2021, en cuanto negó el reconocimiento y pago de la SANCIÓN POR MORA 

por la no consignación oportuna de las cesantías establecida en la Ley 50 de 

1990, artículo 99, equivalente a un (1) día de su salario por cada día de 

retardo, contados desde el 15 de febrero de 2021 fecha en que debió efectuarse 

el pago de las cesantías del año 2020, en el respectivo Fondo Prestacional y 

hasta el momento en que se acredite el pago de los valores correspondientes 

en la cuenta individual del docente, así como también niegan el derecho a la 

INDEMNIZACIÓN, por el pago tardío de los intereses a las cesantías, que se 

encuentra establecida en el artículo 1 de la Ley 52 de 1975, la Ley 50 de 1990 y 

el Decreto Nacional 1176 de 1991, indemnización que es equivalente al valor 

cancelado de los intereses causados durante el año 2020, los cuales fueron 

cancelados superado el término legal, esto es, después del 31 de enero de 2021 

y como consecuencia le reconozca y pague la indemnización por el pago 

tardío de los intereses y la sanción mora por el no pago oportuno de las 

cesantías.  

 

En sentido contrario, se verificará si como lo plantea la NACIÓN – 

MINISTERIO DE EDUCACIÓN – FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES 

SOCIALES DEL MAGISTERIO las pretensiones carecen de sustento fáctico y 

jurídico necesario para que las mismas prosperen, como quiera que la parte 

accionante NO le asiste el derecho al reconocimiento de las cesantías en los 

términos indicados. En suma, debe ponerse de presente que, la Ley 344 de 

1996 no consagra la obligación de pagar sanción moratoria por la presunta 

consignación inoportuna de las cesantías reclamadas. La ley 50 de 1990 no es 

aplicable al Magisterio, puesto que, la norma de derecho sustancial aplicable 
                     
1 Adicionado por el artículo 42 de la Ley 2080 del 25 de enero de 2021. 



a la sanción moratoria derivado del pago tardío de las cesantías, es la Ley 244 

de 1995, modificada por la Ley 270 de 1996, también se oponen al 

reconocimiento y pago la sanción por mora establecida en la Ley 50 de 1990, 

artículo 99, e indemnización por intereses, ya que como más adelante se 

demostrará en la presente defensa, las cesantías se tramitaron conforme a lo 

específicamente reglado en el régimen especial del magisterio, esto es, la Ley 

91 de 1989 y el Acuerdo No. 039 de 1998 emitido por el Consejo Directivo del 

FOMAG 

 

De las acotaciones anteriormente realizadas, en donde se citan puntualmente 

las normas que se refieren a la especificidad de la tipología de trabajadores 

que obligatoriamente se debe afiliar a cada uno de éstos, podemos concluir 

que el diseño que hasta la fecha se encuentra vigente corresponde a un 

sistema de administración de cesantías coherente, en donde, atendiendo a la 

claridad de su reglamentación, no habría lugar a ningún tipo de confusión 

respecto de su funcionamiento y las reglas que, según el tipo de trabajador, 

deben observarse para la liquidación y pago de las respectivas cesantías. 

 

Por su parte el Municipio de Manizales señala que el legislador estableció un 

régimen especial para los docentes estatales en lo concerniente a la 

liquidación, reconocimiento y pago de cesantías e intereses a las cesantías, 

creando para tal efecto un Patrimonio Autónomo adscrito a la Nación 

denominado FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL 

MAGISTERIO – FOMAG-, cuya administración y representación legal se 

encuentra en cabeza de FIDUPREVISORA, en virtud del contrato de fiducia 

mercantil suscrito con el Ministerio de Educación Nacional 

El régimen especial de los docentes estatales afiliados al FONDO 

NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO FOMAG, 

les impide afiliarse a otro fondo administrador de cesantías como el FONDO 

NACIONAL DEL AHORRO O UNO DE CARÁCTER PRIVADO, y no le 

impone a las entidades territoriales la carga jurídica de efectuar los aportes 

de cesantías e intereses a las cesantías a cada docente adscrito a su planta de 

personal, en los términos de la Ley 50 de 1990 y el Decreto 1176 de 1991, pues 

conforme a la naturaleza jurídica de dicho patrimonio autónomo y de 

acuerdo con el procedimiento establecido por su Consejo Directivo mediante 

ACUERDO 39 DEL 15 DE DICIEMBRE DE 1998 

Así entonces resulta improcedente aplicar al Municipio de Manizales la 

sanción moratoria contemplada en la Ley 50 de 1990 y el Decreto 1176 de 

1991 y pretendida por el demandante, toda vez que por tratarse de un (a) 

docente estatal afiliado (a) al FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES 

SOCIALES DEL MAGISTERIO-FOMAG-, Patrimonio Autónomo de la 

Nación y no Administradora de Fondos de Cesantías (como sí lo es el Fondo 

Nacional del Ahorro), las disposiciones que rigen su relación jurídica son las 

contenidas en la Ley 91 de 1989 y el Acuerdo 39 de 1998, trámite dentro del 



cual ninguna entidad territorial tiene la carga legal de consignar al FOMAG 

las cesantías y los intereses a las cesantías de los educadores adscritos a su 

planta de personal, teniendo en cuenta que su reconocimiento y pago está en 

cabeza de FIDUPREVISORA, como vocera y administradora de los recursos 

del mencionado Fondo 

➢ PROBLEMAS JURÍDICOS 

 

¿TIENE DERECHO LA PARTE DEMANDANTE A QUE SE LE RECONOZCA Y PAGUE LA 

SANCIÓN MORATORIA CONTEMPLADA EN EL ARTÍCULO 99 DE LA LEY  50 DE 1990 

POR LA NO CONSIGNACIÓN OPORTUNA DE LAS CESANTÍAS DEL AÑO 2020, ASÍ COMO 

AL PAGO DE LA INDEMNIZACIÓN ESTABLECIDO EN EL ARTÍCULO 1º DE LA LEY 52 DE 

1975 Y EL DECRETO 1176 DE 1991? 

 

EN CASO AFIRMATIVO 

 

¿ES EL FOMAG O EL MUNICIPIO DE MANIZALES O AMBAS LAS RESPONSABLES DEL 

PAGO DE LA SANCIÓN MORATORIA Y LA INDEMNIZACIÓN POR EL PAGO TARDÍO DE 

LOS INTERESES A LAS CESANTÍAS?  

 

¿RESULTA PROCEDENTE EL PAGO INDEXADO DE LA SUMAS RECLAMADAS POR 

CONCEPTO DE SANCIÓN POR MORA Y LOS INTERESES? 

 

¿RESULTA PROCEDENTE EL PAGO PAGO DE INTERESES MORATORIOS A PARTIR DEL 

DÍA SIGUIENTE DE LA FECHA DE LA EJECUTORIA DE LA SENTENCIA Y POR EL TIEMPO 

SIGUIENTE HASTA QUE SE EFECTÚE EL PAGO DE LAS SANCIONES MORATORIAS? 

 

Lo anterior sin perjuicio de que, al proferirse la sentencia se aborden otros 

problemas jurídicos. 

 

➢ Decreto de pruebas.  

 

Teniendo en cuenta que los documentos obrantes en el proceso son 

suficientes para decidir de fondo el presente asunto, se procederá a 

incorporar las pruebas allegadas al proceso. 

 

I. PRUEBAS PARTE DEMANDANTE 

 

1.1 DOCUMENTAL  

 

Se decreta como prueba el material documental acompañado con la 

demanda, siempre que verse sobre los puntos materia de litigio. (Doc. 002 y 

003 del E.D). 

 

Solicitó las siguientes pruebas: 

 



- OFICIAR al MUNICIPIO DE MANIZALES, y al MINISTERIO DE 

EDUCACIÓN NACIONAL, para que se sirva allegar: 

1. Certificación de la fecha exacta en la que consignó como patrono de los 

mandantes las cesantías que corresponden al trabajo realizado como docente 

oficial al servicio de esta entidad territorial durante la vigencia del año 2020 

en el Fomag, y el valor específico pagado por este concepto en esa fecha. 

Pidiendo igualmente en este punto: 

 

• Copia de la respectiva consignación o planilla utilizada para estos efectos, 

donde aparezca el nombre del docente, el valor exacto consignado y la 

copia del CDP que fue realizado para realizar el respectivo trámite 

presupuestal que ocasionó la erogación del gasto por este concepto. 

• Si la acción descrita en el literal A, obedece a que esta entidad, solo se 

realizó algún reporte a la Fiduciaria o el FOMAG, sin haber realizado 

algún pago – consignación – por concepto de las cesantías que 

corresponden a la vigencia del año 2020, sírvase expedir la respectiva 

constancia de este documento del reporte o informar sobre el trámite 

dado a esta cancelación.  

• Copia del acto administrativo, que ordenó el reconocimiento de esta 

cesantía anual a cada docente demandante, por laborar el año 2020, al 

servicio de esta entidad territorial y que dio nacimiento a la consignación 

por parte de esta entidad a la acreencia cancelada en el Fomag.  

 

2. Certificación en la que conste que los demandantes laboran en MUNICIPIO 

DE MANIZALES Y/O SECRETARIA DE EDUCACIÓN, la fecha exacta en la 

que consignó las cesantías que corresponden al trabajo realizado como 

docente oficial al servicio de esta entidad territorial durante la vigencia del 

año 2020 en el Fomag, y el valor específico pagado por este concepto en esa 

fecha. Solicitando igualmente al respecto: 

 

• Expedir copia de la constancia de la respectiva transacción - 

consignación, que fue realizada de manera individual o conjunta que 

corresponda al concepto de cesantía de la vigencia laborada 2020, a favor 

del docente que aparece como demandante en el FONDO 

PRESTACIONAL DEL MAGISTERIO – FOMAG. 

• Indicar la fecha exacta en la cual fueron cancelados los intereses a las 

cesantías sobre el monto acumulado de esta prestación, que le 

corresponden al docente solicitante, así como el valor cancelado, y que 

incluye el valor de las cesantías que fueron causadas y acumuladas hasta 

el año 2020. 

 

2.  PRUEBAS PARTE DEMANDADA  

 

2.2. NACIÓN-MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL-FOMAG. 

 



Se decreta como prueba el material documental acompañado con la 

contestación de la demanda, siempre que verse sobre los puntos materia de 

litigio. (Doc. 009 y 010 del E.D). 

 

Solicita oficiar al municipio de Manizales  a efectos que aporte las pruebas 

documentales que permitan evidenciar el tramite realizado respecto a la 

solicitud radicada por el demandante y los medios probatorios que den 

cuenta de la trazabilidad, con inclusión de los tiempos en que se evacuó cada 

una de las etapas del trámite administrativo previsto para la actividad 

operativa de “liquidación de las cesantías e intereses sobre cesantías” del 

docente accionante, correspondientes a la anualidad 2020, y su remisión a 

Fiduprevisora S.A. 

 

2.3. MUNICIPIO DE MANIZALES.  

 

Se decreta como prueba el material documental acompañado con la 

contestación de la demanda, siempre que verse sobre los puntos materia de 

litigio. (Doc. 011 del E.D). 

 

No hizo solicitud especial de práctica de pruebas. 

 

Se NIEGAN las pruebas solicitadas tanto por la parte demandante, como por 

la demandada la NACIÓN-MINISTERIO DE EDUCACIÓN - FOMAG por 

considerarse inconducentes e innecesarias, para resolver el fondo del asunto.  

 

De acuerdo a las pruebas solicitadas se observa que con ellas se pretende 

demostrar el pago y consignación de las cesantías causadas en el año 2020 a 

los docentes demandantes, requiriéndose conocer la fecha exacta en la que 

consignó las cesantías que corresponden al trabajo realizado por cada uno de 

los demandantes al servicio de la entidad territorial durante la vigencia del 

año 2020, o la fecha en que se realizó reporte sin haber consignado, o el acto 

administrativo de reconocimiento de la cesantía anual y la fecha en que 

fueron cancelados los intereses. 

 

Se precisa que, con las pruebas aportadas, se reúnen los elementos jurídicos 

necesarios para adoptar la decisión de fondo, esto es, de definir la 

procedencia o no de la aplicación del régimen de cesantías e intereses a las 

cesantías regulados en la Ley 50 de 1990 al grupo de docentes demandantes y 

que se encuentran afiliados al FOMAG. 

 

➢ Traslado de alegatos 

 

Teniendo en cuenta que el material documental obrante en el expediente 

resulta suficiente para resolver de fondo la presente controversia y no 

habiendo pruebas por decretar, toda vez que se trata de un asunto de puro 



derecho, procede este Despacho a emitir sentencia anticipada conforme con lo 

dispuesto en 42 de la Ley 2080 de 2021, previo TRASLADO A LAS PARTES 

POR EL TÉRMINO DE (DIEZ) 10 DÍAS para que presenten sus 

ALEGATOS DE CONCLUSIÓN. En el mismo término podrá el Ministerio 

Público presentar concepto, si a bien lo tiene. 

 

Se reconoce personería a los abogados CATALINA CEMELIN CARDOSO 

identificada con C.C. 1.110.453.991y T.P. 201.409 del C.S. de la J y JOHANNA 

MARCELA ARISTIZABAL URREA identificada con C.C. 1.75.262.068 y T.P. 

299.261, como apoderada principal y sustituta, respectivamente, del 

Ministerio de Educación Nacional – Fondo Nacional de Prestaciones Sociales 

del Magisterio. 

 

Se reconoce personería a la abogada GLORIA YANETH OSORIO PINILLA 

identificada con C.C. 30.402.413 y T.P. 257.149 del C.S. de la J, para actuar 

como apoderada judicial del Municipio de Manizales, conforme al poder 

adjunto con la contestación de la demanda 

 

NOTIFÍQUESE, 

 

 

 

BIBIANA MARÍA LONDOÑO VALENCIA  

JUEZ 
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2023 

JUZGADO SEXTO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO 

DE MANIZALES 

 

Por anotación en ESTADO Nº 155, notifico a las partes la 

providencia anterior, hoy 18/10/2023 a las 8:00 a.m. 

 

 

_______________________ 
SIMON MATEO ARIAS RUIZ 

Secretario 
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

 

 

 

 

JUZGADO SEXTO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE 

MANIZALES 

 

Manizales, diecisiete (17) de octubre de dos mil veintitrés (2023). 

                                                                                                    

 

INTERLOCUTORIO:  1540/2023 

MEDIO DE CONTROL:                 NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

DEMANDANTE:  GRACIELA LOAIZA GRISALES. 

DEMANDADO: NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN – 

FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES 

SOCIALES DEL MAGISTERIO Y DEPARTAMENTO 

DE CALDAS 

RADICACIÓN:                                 17-001-33-39-006-2023-00126-00  

 

   

I. ASUNTO 

 

Procede el Despacho a estudiar si en el presente asunto hay lugar a proferir 

sentencia anticipada, conforme con lo dispuesto en el artículo 42 de la Ley 

2080 de 2021. por medio de la cual se reforma el código de procedimiento 

administrativo y de lo contencioso administrativo -ley 1437 de 2011- y se 

dictan otras disposiciones en materia de descongestión en los procesos que se 

tramitan ante la jurisdicción 
 

II. ANTECEDENTES  

 

➢ SENTENCIA ANTICIPADA EN LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO  

  

En los procesos contenciosos administrativos, se tiene previsto de acuerdo 

con lo dispuesto recientemente en la en el artículo 42 de la Ley 2080 de 2021, 

lo siguiente:  

 

 

 Artículo 182A. Sentencia anticipada. Se podrá dictar sentencia anticipada:  

 

1. Antes de la audiencia inicial:  

 

a) Cuando se trate de asuntos de puro derecho; 

 b) Cuando no haya que practicar pruebas;  



c) Cuando solo se solicite tener como pruebas las documentales aportadas con la 

demanda y la contestación, y sobre ellas no se hubiese formulado tacha o 

desconocimiento;  

d) Cuando las pruebas solicitadas por las partes sean impertinentes, 

inconducentes o inútiles.  

 

El juez o magistrado ponente, mediante auto, se pronunciará sobre las pruebas 

cuando a ello haya lugar, dando aplicación a lo dispuesto en el artículo 173 del 

Código General del Proceso y fijará el litigio u objeto de controversia. 

 

 Cumplido lo anterior, se correrá traslado para alegar en la forma prevista en el 

inciso final del artículo 181 de este código y la sentencia se expedirá por escrito.  

 

No obstante estar cumplidos los presupuestos para proferir sentencia anticipada 

con base en este numeral, si el juez o magistrado ponente considera necesario 

realizar la audiencia inicial podrá hacerlo, para lo cual se aplicará lo dispuesto 

en los artículos 179 y 180 de este código 

 

Bajo esta premisa normativa, en los asuntos en que no haya lugar a la 

práctica de pruebas o con las aportadas sea suficiente para dirimir la 

controversia, el juez contencioso administrativo puede prescindir de la 

realización de la audiencia inicial prevista en el artículo 180 del CPACA y en 

su lugar, proceder mediante auto a resolver lo atinente a la fijación del litigio 

y sobre las pruebas aportadas por las partes. 

 

Teniendo en cuenta que los documentos obrantes en el proceso son 

suficientes para decidir de fondo el presente asunto, procederá esta célula 

judicial a impartir el tramite previsto en la citada norma 

 

➢ EXCEPCIONES PREVIAS  
 

Conforme a lo establecido en el parágrafo 2º del artículo 38 de la Ley 2080 de 

2021, se procede a resolver las excepciones previas formuladas por las 

entidades demandadas. 

 

La Nación – Ministerio de Educación – Fondo Nacional de Prestaciones 

Sociales del Magisterio, propone la “Ineptitud de la demanda por falta de 

requisitos formales” al considerar que el presente asunto se circunscribe en 

obtener la nulidad de un acto administrativo del departamento de caldas que 

negó el derecho a pagar la indemnización moratoria por el no pago de 

cesantías ni intereses sobre cesantías, conforme con a la Ley 50 de 1990 y no 

aquel proferido por el Ministerio de Educación- FOMAG 

 

Respecto a dicha excepción la misma no tiene vocación de prosperidad, como 

quiera que lo que pretende el accionante es que se declare la nulidad del acto 

administrativo ficto que no fue contestado ni por el Departamento de Caldas 

ni por el FOMAG, dentro de la oportunidad procesal concedida para ello.  



Propone la Nación – Ministerio de Educación – Fondo Nacional de 

Prestaciones Sociales del Magisterio, la “caducidad” indicando que debe 

contabilizar el término de cuatro (4) meses para interponer acción de nulidad 

y restablecimiento del derecho pretendido en la presente, a partir del acto 

expreso que negó el reconocimiento de la sanción. 

 

Respecto a la excepción promovida por el FOMAG, para su estudio, es 

preciso decir que, el acto demandado corresponde a un acto ficto siendo el 

acto objeto de debate en la presente demanda y conforme a lo establecido en 

el literal d) del art. 164 del CPACA, cuando la demanda se dirija contra actos 

administrativos producto del silencio administrativo, la demanda podrá ser 

presentada en cualquier tiempo, como es el caso del presente asunto, por lo 

tanto no prospera la excepción de caducidad. 

 

En relación a la excepción denominada “FALTA DE LEGITIMACIÓN EN LA 

CAUSA POR PASIVA”” propuesta por el FOMAG y el Departamento de 

Caldas, en razón a que esta se promueve desde el criterio material, será 

resuelta en la sentencia que ponga fin a esta instancia 

 

2.1 FIJACIÓN DE LITIGIO 

 

De acuerdo con lo preceptuado en el numeral 7º del artículo 180 y 182 A1 de 

la Ley 1437 de 2011, teniendo en cuenta la demanda, la no contestación de la 

demanda y con base en el material documental obrante en el proceso, se fijará 

el litigio en función exclusivamente de los hechos propiamente dichos y 

jurídicamente relevantes, descritos en el libelo demandador, al igual que 

atendiendo al material documental que ya reposa en el plenario, en los 

siguientes términos: 

 

Establecer la legalidad del acto administrativo ficto configurado el día 10 de 

noviembre de 2021 frente a la solicitud presentada el día 10 de agosto de 

2021, en cuanto negó el reconocimiento y pago de la SANCIÓN POR MORA 

por la no consignación oportuna de las cesantías establecida en la Ley 50 de 

1990, artículo 99, equivalente a un (1) día de su salario por cada día de 

retardo, contados desde el 15 de febrero de 2021 fecha en que debió efectuarse 

el pago de las cesantías del año 2020, en el respectivo Fondo Prestacional y 

hasta el momento en que se acredite el pago de los valores correspondientes 

en la cuenta individual del docente, así como también niegan el derecho a la 

INDEMNIZACIÓN, por el pago tardío de los intereses a las cesantías, que se 

encuentra establecida en el artículo 1 de la Ley 52 de 1975, la Ley 50 de 1990 y 

el Decreto Nacional 1176 de 1991, indemnización que es equivalente al valor 

cancelado de los intereses causados durante el año 2020, los cuales fueron 

cancelados superado el término legal, esto es, después del 31 de enero de 2021 
                     
1 Adicionado por el artículo 42 de la Ley 2080 del 25 de enero de 2021. 



y como consecuencia le reconozca y pague la indemnización por el pago 

tardío de los intereses y la sanción mora por el no pago oportuno de las 

cesantías.  

 

En sentido contrario, se verificará si como lo plantea la NACIÓN – 

MINISTERIO DE EDUCACIÓN – FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES 

SOCIALES DEL MAGISTERIO las pretensiones carecen de sustento fáctico y 

jurídico necesario para que las mismas prosperen, como quiera que la parte 

accionante NO le asiste el derecho al reconocimiento de las cesantías en los 

términos indicados. En suma, debe ponerse de presente que, la Ley 344 de 

1996 no consagra la obligación de pagar sanción moratoria por la presunta 

consignación inoportuna de las cesantías reclamadas. La ley 50 de 1990 no es 

aplicable al Magisterio, puesto que, la norma de derecho sustancial aplicable 

a la sanción moratoria derivado del pago tardío de las cesantías, es la Ley 244 

de 1995, modificada por la Ley 270 de 1996, también se oponen al 

reconocimiento y pago la sanción por mora establecida en la Ley 50 de 1990, 

artículo 99, e indemnización por intereses, ya que como más adelante se 

demostrará en la presente defensa, las cesantías se tramitaron conforme a lo 

específicamente reglado en el régimen especial del magisterio, esto es, la Ley 

91 de 1989 y el Acuerdo No. 039 de 1998 emitido por el Consejo Directivo del 

FOMAG 

 

De las acotaciones anteriormente realizadas, en donde se citan puntualmente 

las normas que se refieren a la especificidad de la tipología de trabajadores 

que obligatoriamente se debe afiliar a cada uno de éstos, podemos concluir 

que el diseño que hasta la fecha se encuentra vigente corresponde a un 

sistema de administración de cesantías coherente, en donde, atendiendo a la 

claridad de su reglamentación, no habría lugar a ningún tipo de confusión 

respecto de su funcionamiento y las reglas que, según el tipo de trabajador, 

deben observarse para la liquidación y pago de las respectivas cesantías. 

 

Por su parte el Departamento de Caldas señala que el convocante indica que 

el artículo 3º de la Ley 91 de 1989, creó el FONDO NACIONAL DE 

PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO, como una cuenta especial 

de la Nación, con independencia patrimonial, contable y estadística, sin 

personería jurídica. También manifiesta que de conformidad con el parágrafo 

2 del artículo 15 de la Ley 91 de 1989, le asignó como competencia al FONDO 

NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MANGISTERIO el pago 

de la CESANTIA de los docentes. 

 

Conforme a lo anterior, la responsabilidad para el reconocimiento y pago de 

prestaciones es del FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES 

DEL MAGISTERIO, y ante la certeza de Ley, no hace necesaria la vinculación 

del DEPARTAMENTO DE CALDAS al presente proceso. En este mismo 



orden de ideas, me permito indicar que, el personal docente se encuentra 

regulado en materia prestacional por un régimen excepcional, el cual incluye 

un sistema de reconocimiento y pago de cesantías e intereses sobre estas. 

Este régimen excepcional se encuentra establecido en la Ley 91 de 1989, y es 

desarrollado en el decreto 2831 de 2005, modificado por el Decreto 1272 del 

23 de julio de 2018 y complementado por las Leyes 244 de 1995, 344 de 1996, 

1071 de 2006 y 1955 de 2019, entre otras. Lo expuesto por la parte actora es 

cierto en el sentido de que se debe aplicar la Ley 91 de 1989, al ser este el 

régimen excepcional para los docentes y allí no está consagrada la 

INDEMNIZACIÓN MORATORIA, entonces mal haría señor Juez en 

reconocer una sanción inexistente en un régimen exceptuado 

PROBLEMAS JURÍDICOS 

 

¿TIENE DERECHO LA PARTE DEMANDANTE A QUE SE LE RECONOZCA Y PAGUE LA 

SANCIÓN MORATORIA CONTEMPLADA EN EL ARTÍCULO 99 DE LA LEY  50 DE 1990 

POR LA NO CONSIGNACIÓN OPORTUNA DE LAS CESANTÍAS DEL AÑO 2020, ASÍ COMO 

AL PAGO DE LA INDEMNIZACIÓN ESTABLECIDO EN EL ARTÍCULO 1º DE LA LEY 52 DE 

1975 Y EL DECRETO 1176 DE 1991? 

 

EN CASO AFIRMATIVO 

 

¿ES EL FOMAG O EL DEPARTAMENTO DE CALDAS O AMBAS LAS RESPONSABLES 

DEL PAGO DE LA SANCIÓN MORATORIA Y LA INDEMNIZACIÓN POR EL PAGO TARDÍO 

DE LOS INTERESES A LAS CESANTÍAS?  

 

¿RESULTA PROCEDENTE EL PAGO INDEXADO DE LA SUMAS RECLAMADAS POR 

CONCEPTO DE SANCIÓN POR MORA Y LOS INTERESES? 

 

¿RESULTA PROCEDENTE EL PAGO PAGO DE INTERESES MORATORIOS A PARTIR DEL 

DÍA SIGUIENTE DE LA FECHA DE LA EJECUTORIA DE LA SENTENCIA Y POR EL TIEMPO 

SIGUIENTE HASTA QUE SE EFECTÚE EL PAGO DE LAS SANCIONES MORATORIAS? 

 

Lo anterior sin perjuicio de que, al proferirse la sentencia se aborden otros 

problemas jurídicos. 

 

➢ Decreto de pruebas.  

 

Teniendo en cuenta que los documentos obrantes en el proceso son 

suficientes para decidir de fondo el presente asunto, se procederá a 

incorporar las pruebas allegadas al proceso. 

 

I. PRUEBAS PARTE DEMANDANTE 

 

1.1 DOCUMENTAL  



 

Se decreta como prueba el material documental acompañado con la 

demanda, siempre que verse sobre los puntos materia de litigio. (Doc. 002 y 

003 del E.D). 

 

Solicitó las siguientes pruebas: 

 

- OFICIAR al DEPARTAMENTO DE CALDAS, y al MINISTERIO DE 

EDUCACIÓN NACIONAL, para que se sirva allegar: 

1. Certificación de la fecha exacta en la que consignó como patrono de los 

mandantes las cesantías que corresponden al trabajo realizado como docente 

oficial al servicio de esta entidad territorial durante la vigencia del año 2020 

en el Fomag, y el valor específico pagado por este concepto en esa fecha. 

Pidiendo igualmente en este punto: 

 

• Copia de la respectiva consignación o planilla utilizada para estos efectos, 

donde aparezca el nombre del docente, el valor exacto consignado y la 

copia del CDP que fue realizado para realizar el respectivo trámite 

presupuestal que ocasionó la erogación del gasto por este concepto. 

• Si la acción descrita en el literal A, obedece a que esta entidad, solo se 

realizó algún reporte a la Fiduciaria o el FOMAG, sin haber realizado 

algún pago – consignación – por concepto de las cesantías que 

corresponden a la vigencia del año 2020, sírvase expedir la respectiva 

constancia de este documento del reporte o informar sobre el trámite 

dado a esta cancelación.  

• Copia del acto administrativo, que ordenó el reconocimiento de esta 

cesantía anual a cada docente demandante, por laborar el año 2020, al 

servicio de esta entidad territorial y que dio nacimiento a la consignación 

por parte de esta entidad a la acreencia cancelada en el Fomag.  

 

2. Certificación en la que conste que los demandantes laboran en MUNICIPIO 

DE MANIZALES Y/O SECRETARIA DE EDUCACIÓN, la fecha exacta en la 

que consignó las cesantías que corresponden al trabajo realizado como 

docente oficial al servicio de esta entidad territorial durante la vigencia del 

año 2020 en el Fomag, y el valor específico pagado por este concepto en esa 

fecha. Solicitando igualmente al respecto: 

 

• Expedir copia de la constancia de la respectiva transacción - 

consignación, que fue realizada de manera individual o conjunta que 

corresponda al concepto de cesantía de la vigencia laborada 2020, a favor 

del docente que aparece como demandante en el FONDO 

PRESTACIONAL DEL MAGISTERIO – FOMAG. 

• Indicar la fecha exacta en la cual fueron cancelados los intereses a las 

cesantías sobre el monto acumulado de esta prestación, que le 

corresponden al docente solicitante, así como el valor cancelado, y que 



incluye el valor de las cesantías que fueron causadas y acumuladas hasta 

el año 2020. 

 

2.  PRUEBAS PARTE DEMANDADA  

 

2.2. NACIÓN-MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL-FOMAG. 

 

Se decreta como prueba el material documental acompañado con la 

contestación de la demanda, siempre que verse sobre los puntos materia de 

litigio. (Doc. 009 y 010 del E.D). 

 

No hizo solicitud especial de práctica de pruebas. 

 

2.3. DEPARTAMENTO DE CALDAS.  

 

Se decreta como prueba el material documental acompañado con la 

contestación de la demanda, siempre que verse sobre los puntos materia de 

litigio. (Doc. 011 del E.D). 

 

No hizo solicitud especial de práctica de pruebas. 

 

Se NIEGAN las pruebas solicitadas por la parte demandante, por 

considerarse inconducentes e innecesarias, para resolver el fondo del asunto.  

 

De acuerdo a las pruebas solicitadas se observa que con ellas se pretende 

demostrar el pago y consignación de las cesantías causadas en el año 2020 a 

los docentes demandantes, requiriéndose conocer la fecha exacta en la que 

consignó las cesantías que corresponden al trabajo realizado por cada uno de 

los demandantes al servicio de la entidad territorial durante la vigencia del 

año 2020, o la fecha en que se realizó reporte sin haber consignado, o el acto 

administrativo de reconocimiento de la cesantía anual y la fecha en que 

fueron cancelados los intereses. 

 

Se precisa que, con las pruebas aportadas, se reúnen los elementos jurídicos 

necesarios para adoptar la decisión de fondo, esto es, de definir la 

procedencia o no de la aplicación del régimen de cesantías e intereses a las 

cesantías regulados en la Ley 50 de 1990 al grupo de docentes demandantes y 

que se encuentran afiliados al FOMAG. 

 

➢ Traslado de alegatos 

 

Teniendo en cuenta que el material documental obrante en el expediente 

resulta suficiente para resolver de fondo la presente controversia y no 

habiendo pruebas por decretar, toda vez que se trata de un asunto de puro 

derecho, procede este Despacho a emitir sentencia anticipada conforme con lo 



dispuesto en 42 de la Ley 2080 de 2021, previo TRASLADO A LAS PARTES 

POR EL TÉRMINO DE (DIEZ) 10 DÍAS para que presenten sus 

ALEGATOS DE CONCLUSIÓN. En el mismo término podrá el Ministerio 

Público presentar concepto, si a bien lo tiene. 

 

Se reconoce personería a los abogados CATALINA CEMELIN CARDOSO 

identificada con C.C. 1.110.453.991y T.P. 201.409 del C.S. de la J y LAURA 

VICTORIA ALZATE RAMIREZ identificada con C.C. 1.094.968.059 y T.P. 

342.530, como apoderada principal y sustituta, respectivamente, del 

Ministerio de Educación Nacional – Fondo Nacional de Prestaciones Sociales 

del Magisterio. 

 

Se reconoce personería al abogado ALEX LEONARDO MARULANDA RUIZ 

identificado con C.C. 80.154.747 y T.P. 142.287 del C.S. de la J, como 

apoderado judicial del Departamento de Caldas, conforme al poder adjunto 

con la contestación de la demanda 

 

NOTIFÍQUESE, 

 

 

 

BIBIANA MARÍA LONDOÑO VALENCIA  

JUEZ 
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JUZGADO SEXTO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO 

DE MANIZALES 

 

Por anotación en ESTADO Nº 155, notifico a las partes la 

providencia anterior, hoy 18/10/2023 a las 8:00 a.m. 

 

 

_______________________ 
SIMON MATEO ARIAS RUIZ 

Secretario 
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

 

 

 

 

JUZGADO SEXTO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE 

MANIZALES 

 

Manizales, diecisiete (17) de octubre de dos mil veintitrés (2023). 

                                                                                                    

 

INTERLOCUTORIO:  1537/2023 

MEDIO DE CONTROL:                 NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

DEMANDANTE:                MARÍA EUGENIA OSORIO DIAZ. 

DEMANDADO: NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN – 

FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES 

SOCIALES DEL MAGISTERIO  

RADICACIÓN:                                 17-001-33-39-006-2023-00131-00  

 

   

I. ASUNTO 

 

Procede el Despacho a estudiar si en el presente asunto hay lugar a proferir 

sentencia anticipada, conforme con lo dispuesto en el artículo 42 de la Ley 

2080 de 2021. por medio de la cual se reforma el código de procedimiento 

administrativo y de lo contencioso administrativo -ley 1437 de 2011- y se 

dictan otras disposiciones en materia de descongestión en los procesos que se 

tramitan ante la jurisdicción 
 

II. ANTECEDENTES  

 

➢ SENTENCIA ANTICIPADA EN LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO  

  

En los procesos contenciosos administrativos, se tiene previsto de acuerdo 

con lo dispuesto recientemente en la en el artículo 42 de la Ley 2080 de 2021, 

lo siguiente:  

 

 

 Artículo 182A. Sentencia anticipada. Se podrá dictar sentencia anticipada:  

 

1. Antes de la audiencia inicial:  

 

a) Cuando se trate de asuntos de puro derecho; 

 b) Cuando no haya que practicar pruebas;  



c) Cuando solo se solicite tener como pruebas las documentales aportadas con la 

demanda y la contestación, y sobre ellas no se hubiese formulado tacha o 

desconocimiento;  

d) Cuando las pruebas solicitadas por las partes sean impertinentes, 

inconducentes o inútiles.  

 

El juez o magistrado ponente, mediante auto, se pronunciará sobre las pruebas 

cuando a ello haya lugar, dando aplicación a lo dispuesto en el artículo 173 del 

Código General del Proceso y fijará el litigio u objeto de controversia. 

 

 Cumplido lo anterior, se correrá traslado para alegar en la forma prevista en el 

inciso final del artículo 181 de este código y la sentencia se expedirá por escrito.  

 

No obstante estar cumplidos los presupuestos para proferir sentencia anticipada 

con base en este numeral, si el juez o magistrado ponente considera necesario 

realizar la audiencia inicial podrá hacerlo, para lo cual se aplicará lo dispuesto 

en los artículos 179 y 180 de este código 

 

Bajo esta premisa normativa, en los asuntos en que no haya lugar a la 

práctica de pruebas o con las aportadas sea suficiente para dirimir la 

controversia, el juez contencioso administrativo puede prescindir de la 

realización de la audiencia inicial prevista en el artículo 180 del CPACA y en 

su lugar, proceder mediante auto a resolver lo atinente a la fijación del litigio 

y sobre las pruebas aportadas por las partes. 

 

Teniendo en cuenta que los documentos obrantes en el proceso son 

suficientes para decidir de fondo el presente asunto, procederá esta célula 

judicial a impartir el tramite previsto en la citada norma 

 

➢ EXCEPCIONES PREVIAS  
 

La entidad demandada propuso las excepciones previas de “No comprender la 

demanda a todos los litisconsorcios necesarios” y la “falta de legitimación en la causa 

por pasiva”   

 

En relación a la “FALTA DE LEGITIMACION EN LA CAUSA POR 

PASIVA”, como quiera que se trata de una excepción mixta y se plantea 

desde un criterio material se resolverá en la sentencia que ponga fin a esta 

controversia. 

 

En relación a la “FALTA DE INTEGRACIÓN DE LITISCONSORCIO 

NECESARIO – SECRETARIA DE EDUCACIÓN DE CALDAS” se declarará 

no prospera, de acuerdo a las disposiciones de las Leyes 91 de 1989 y 962 de 

2005, las cuales establecen un procedimiento administrativo especial para el 

reconocimiento de las prestaciones sociales económicas a cargo del FOMAG 

encontrándose el tema de las pensiones inmerso, y el aquí demandado a la 

fecha de presentación de la demanda, se encuentra acreditado que es un 



docente del servicio oficial adscrito al FOMAG, por lo que la discusión sobre 

lo que corresponde a la vinculación mediante OPS con el Departamento de 

Caldas, se resolverá al momento de proferir sentencia, además es posible 

decidir de mérito con las partes hasta el momento vinculadas.  

 

2.1 FIJACIÓN DE LITIGIO 

 

De acuerdo con lo preceptuado en el numeral 7º del artículo 180 y 182 A1 de 

la Ley 1437 de 2011, teniendo en cuenta la demanda, la no contestación de la 

demanda y con base en el material documental obrante en el proceso, se fijará 

el litigio en función exclusivamente de los hechos propiamente dichos y 

jurídicamente relevantes, descritos en el libelo demandador, al igual que 

atendiendo al material documental que ya reposa en el plenario, en los 

siguientes términos: 

 

Establecer la legalidad del acto administrativo ficto configurado el día 13 de 

marzo de 2023 frente a la solicitud presentada el día 13 de diciembre de 2022, 

en cuanto negó el derecho al reconocimiento de la pensión a los 55 años de 

edad y en consecuencia, se reconozca y pague la pensión de jubilación 

equivalente al 75% de los salarios y las primas recibidas anteriores al 

cumplimiento del status jurídico de pensionado, es decir a partir del 29 de 

septiembre de 2022.  

 

O sí, por el contrario, determinar si como lo afirma la parte demandada, El 

acto administrativo acusado, se profirió en estricto cumplimiento de las 

normas legales vigentes ya aplicables al caso de la demandante, sin que se 

encuentre vicio de nulidad alguna, toda vez que el acto administrativo 

acusado de ninguna manera ha perdido su presunción de legalidad, ya que la 

demanda carece de fundamento jurídico que la sustente. 

 

El régimen prestacional de los docentes que se encontraran vinculados al 

servicio público educativo oficial, correspondería al establecido para el 

Magisterio en las disposiciones vigentes con anterioridad a la entrada en 

vigor de la precitada ley, y que quienes se vincularan a partir de su entrada 

en vigencia, serian afiliados al FOMAG con los derechos pensionales del 

régimen de prima media señalado en las Leyes 100 de 1993 y 797 de 2003, con 

los requisitos previstos en ellas, con excepción de la edad de pensión de vejez 

que sería de 57 años para hombres y mujeres, es decir la incorporación de este 

sector de servidores al sistema general de pensiones, surgió a partir de la 

expedición de la Ley 812 de 2003. 

 

Bajo esta coyuntura, el régimen de transición es aplicable respecto de la edad 

para acceder a la pensión de vejez, el tiempo de servicios o el número de 
                     
1 Adicionado por el artículo 42 de la Ley 2080 del 25 de enero de 2021. 



semanas cotizadas y el monto de la pensión previsto en el régimen anterior, 

siempre que al 01 de abril de 1994 (fecha en la cual entra en vigencia el 

sistema), el cotizante cuente con 35 años o más en el caso de las mujeres, o 40 

años o mas en el caso de los hombres, o 15 años o más de servicio cotizado. 

 

No se comparte la tesis señalada del demandante, pues se insiste en que el 

tiempo acreditado por la demandante no puede ser tenido en cuenta toda vez 

que es bajo la orden de prestación de servicios , siendo un vínculo civil y no 

laboral, si bien es cierto el despacho se fundamenta en la primacía de la 

realidad, se considera que no se puede aplicar dado que NO existe proceso en 

donde se debatan los elementos esenciales para la configuración de un 

contrato de trabajo, tales como subordinación, remuneración, prestación 

directa del servicio entro otros, pues si fuera por aplicación en vía indirecta 

no existirían procesos denominados de contrato realidad 

 

2.3. PROBLEMAS JURÍDICOS 

 

• ¿TIENE DERECHO LA PARTE DEMANDANTE AL 

RECONOCIMIENTO DE LA PENSIÓN DE JUBILACIÓN A PARTIR DEL 

26 DE ENERO DE 2022, DATA EN LA QUE CUMPLIÓ LOS 55 AÑOS DE 

EDAD Y 20 AÑOS DE SERVICIO, ELLO EN APLICACIÓN DE LA LEY 33 

DE 1985, EQUIVALENTE AL 75% DE LOS SALARIOS Y PRIMAS 

RECIBIDAS ANTERIORES AL CUMPLIMIENTO DEL ESTATUS 

JURÍDICO DE PENSIONADA?  

 

Lo anterior sin perjuicio de que al momento de emitir sentencia se pueda 

abordar otros problemas jurídicos relevantes para la decisión del asunto 

planteado. 

 

DECRETO DE PRUEBAS.  

 

Teniendo en cuenta que los documentos obrantes en el proceso son 

suficientes para decidir de fondo el presente asunto, se procederá a 

incorporar las pruebas allegadas al proceso. 

 

PRUEBAS PARTE DEMANDANTE 

 

1.1 DOCUMENTAL  

 

Se decreta como prueba el material documental acompañado con la 

demanda, siempre que verse sobre los puntos materia de litigio. (Doc. 002 y 

003 del E.D) 

 

La parte demandante no hizo solicitud especial de práctica de pruebas  

 



2.  PRUEBAS PARTE DEMANDADA  

 

MINISTERIO DE EDUCACION – F.N.P.S.M 

 

Se decreta como prueba el material documental acompañado con la 

contestación de la demanda, siempre que verse sobre los puntos materia de 

litigio. (Doc. 009 y 010 del E.D) 

 

La parte demandada no hizo solicitud especial de práctica de pruebas 

 

TRASLADO DE ALEGATOS 

 

Teniendo en cuenta que el material documental obrante en el expediente 

resulta suficiente para resolver de fondo la presente controversia y no 

habiendo solicitud de pruebas por decretar, toda vez que se trata de un 

asunto de puro derecho, procede este Despacho a emitir sentencia anticipada 

conforme con lo dispuesto en 42 de la Ley 2080 de 2021, previo TRASLADO 

A LAS PARTES POR EL TÉRMINO DE (DIEZ) 10 DÍAS para que presenten 

sus ALEGATOS DE CONCLUSIÓN. En el mismo término podrá el 

Ministerio Público presentar concepto, si a bien lo tiene. 
 

Se reconoce personería a las abogadas SANDRA MILENA BURGOS 

BELTRAN identificada con C.C. 45.532.162 y T.P. 132.578 del C.S. de la J y a 

ROSANNA LISETH VARELA OSPINO identificado con C.C. 55.313.766 y 

T.P. 189.320 del C.S. de la J, como apoderada principal y sustituta, 

respectivamente, del Ministerio de Educación Nacional – Fondo Nacional de 

Prestaciones Sociales del Magisterio. 
 

 

Finalmente, se insta a las partes, para que los memoriales que se deseen 

incorporar al expediente, sean remitidos al Despacho a través del correo 

electrónico del Juzgado (admin06ma@cendoj.ramajudicial.gov.co) en formato 

PDF, previo cumplimiento del deber establecido en el artículo 78 numeral 14 

del CGP y artículo 3 del decreto 2213 de 2022, relativo al envío a través de 

canales digitales de un ejemplar de todos los memoriales o actuaciones a los 

demás sujetos procesales, simultáneamente, con copia incorporada al mensaje 

enviado a la autoridad judicial. 

 

NOTIFÍQUESE, 

 
 

BIBIANA MARÍA LONDOÑO VALENCIA 

JUEZ  

 

mailto:admin06ma@cendoj.ramajudicial.gov.co
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2023 

JUZGADO SEXTO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO 

DE MANIZALES 

 

Por anotación en ESTADO Nº 155, notifico a las partes la 

providencia anterior, hoy 18/10/2023 a las 8:00 a.m. 

 

 

_______________________ 

SIMON MATEO ARIAS RUIZ 

Secretario 

O 
 

 



REPÚBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIAL 

 
JUZGADO SEXTO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO 

DE MANIZALES 

 

Manizales, veintiséis (26) de septiembre de dos mil veintitrés (2023) 

   

INTERLOCUTORIO:                  1452/2023 

MEDIO DE CONTROL:               REPARACION DIRECTA 

DEMANDANTE:                  EDWIN OCAMPO LOPEZ Y OTROS   

DEMANDADO:  MINISTERIO DE DEFENSA – POLICÍA NACIONAL 

RADICACIÓN:                                  17-001-33-39-006-2023-00145-00  

 

Estudiado la demanda, así como el escrito de corrección y al advertirse que no cumple con 

los requisitos señalados en el artículo 162 CPACA, el Despacho decide INADMITIR la 

demanda que, en ejercicio del medio de control de REPARACION DIRECTA, previsto en el 

artículo 140 ibídem, instaura EDWIN OCAMPO LOPEZ Y OTRAS PERSONAS en contra 

del MINISTERIO DE DEFENSA – POLICIA NACIONAL. 
 

En consecuencia, conforme a lo dispuesto por el artículo 170 de la ley 1437 de 2011, se le 

concede a la parte accionante el término improrrogable de DIEZ (10) DÍAS para que corrija 

y/o aclare los yerros advertidos en el escrito de demanda en los siguientes aspectos: 
 

- En cumplimiento de lo establecido en el artículo 161 del CPACA y artículo 6 de la 

ley 2213 de 2022, se debe acreditar el envío de la demanda, sus anexos y la corrección 

de la misma a la entidad demandada y demás sujetos procesales. 

 

Lo anterior toda vez que, en los documentos aportados con la corrección no se logra 

evidenciar el envío tanto de la demanda y sus anexos como de la respectiva corrección, ni 

se pueden observar como documentos adjuntos en los correos enviados. 

 

 

 

NOTIFÍQUESE 

                                        
BIBIANA MARÍA LONDOÑO VALENCIA 

JUEZ  
 



REPÚBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

 

 

 

 

JUZGADO SEXTO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE 

MANIZALES 

 

Manizales, diecisiete (17) de octubre de dos mil veintitrés (2023). 

                                                                                                    

 

INTERLOCUTORIO:  1541/2023 

MEDIO DE CONTROL:                 NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

DEMANDANTE:  CONSTANZA MARÍA GONZÁLEZ DUQUE. 

DEMANDADO: NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN – 

FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES 

SOCIALES DEL MAGISTERIO Y MUNICIPIO DE 

MANIZALES.  

RADICACIÓN:                                 17-001-33-39-006-2023-00150-00  

 

   

I. ASUNTO 

 

Procede el Despacho a estudiar si en el presente asunto hay lugar a proferir 

sentencia anticipada, conforme con lo dispuesto en el artículo 42 de la Ley 

2080 de 2021. por medio de la cual se reforma el código de procedimiento 

administrativo y de lo contencioso administrativo -ley 1437 de 2011- y se 

dictan otras disposiciones en materia de descongestión en los procesos que se 

tramitan ante la jurisdicción 
 

II. ANTECEDENTES  

 

➢ SENTENCIA ANTICIPADA EN LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO  

  

En los procesos contenciosos administrativos, se tiene previsto de acuerdo 

con lo dispuesto recientemente en la en el artículo 42 de la Ley 2080 de 2021, 

lo siguiente:  

 

 

 Artículo 182A. Sentencia anticipada. Se podrá dictar sentencia anticipada:  

 

1. Antes de la audiencia inicial:  

 

a) Cuando se trate de asuntos de puro derecho; 

 b) Cuando no haya que practicar pruebas;  



c) Cuando solo se solicite tener como pruebas las documentales aportadas con la 

demanda y la contestación, y sobre ellas no se hubiese formulado tacha o 

desconocimiento;  

d) Cuando las pruebas solicitadas por las partes sean impertinentes, 

inconducentes o inútiles.  

 

El juez o magistrado ponente, mediante auto, se pronunciará sobre las pruebas 

cuando a ello haya lugar, dando aplicación a lo dispuesto en el artículo 173 del 

Código General del Proceso y fijará el litigio u objeto de controversia. 

 

 Cumplido lo anterior, se correrá traslado para alegar en la forma prevista en el 

inciso final del artículo 181 de este código y la sentencia se expedirá por escrito.  

 

No obstante estar cumplidos los presupuestos para proferir sentencia anticipada 

con base en este numeral, si el juez o magistrado ponente considera necesario 

realizar la audiencia inicial podrá hacerlo, para lo cual se aplicará lo dispuesto 

en los artículos 179 y 180 de este código 

 

Bajo esta premisa normativa, en los asuntos en que no haya lugar a la 

práctica de pruebas o con las aportadas sea suficiente para dirimir la 

controversia, el juez contencioso administrativo puede prescindir de la 

realización de la audiencia inicial prevista en el artículo 180 del CPACA y en 

su lugar, proceder mediante auto a resolver lo atinente a la fijación del litigio 

y sobre las pruebas aportadas por las partes. 

 

Teniendo en cuenta que los documentos obrantes en el proceso son 

suficientes para decidir de fondo el presente asunto, procederá esta célula 

judicial a impartir el tramite previsto en la citada norma 

 

➢ EXCEPCIONES PREVIAS  
 

Conforme a lo establecido en el parágrafo 2º del artículo 38 de la Ley 2080 de 

2021, se procede a resolver las excepciones previas formuladas por las 

entidades demandadas. 

 

La Nación – Ministerio de Educación – Fondo Nacional de Prestaciones 

Sociales del Magisterio, propone la “Ineptitud de la demanda por falta de 

requisitos formales” al considerar que la parte demandante no demandó acto 

administrativo mediante el cual el FOMAG emitió respuesta de fondo a la 

reclamación administrativa en fecha 06 de agosto de 2021. 

 

Respecto a la excepción promovida por el FOMAG, para su estudio, es 

preciso decir que, no acreditó ni aportó el demandado el acto administrativo 

que refiere como contestación a la solitud, tampoco se observa en las pruebas 

aportadas por la parte demandante, por lo cual para el despacho el acto ficto 

es el acto objeto de debate en la presente demanda. 

 



En relación a la excepción denominada “FALTA DE LEGITIMACIÓN EN LA 

CAUSA POR PASIVA”” propuesta por el Municipio de Manizales, en razón 

a que esta se promueve desde el criterio material, será resuelta en la 

sentencia que ponga fin a esta instancia 

 

2.1 FIJACIÓN DE LITIGIO 

 

De acuerdo con lo preceptuado en el numeral 7º del artículo 180 y 182 A1 de 

la Ley 1437 de 2011, teniendo en cuenta la demanda, la no contestación de la 

demanda y con base en el material documental obrante en el proceso, se fijará 

el litigio en función exclusivamente de los hechos propiamente dichos y 

jurídicamente relevantes, descritos en el libelo demandador, al igual que 

atendiendo al material documental que ya reposa en el plenario, en los 

siguientes términos: 

 

Establecer la legalidad del acto administrativo ficto configurado el día 28 de 

octubre de 2021 frente a la solicitud presentada el día 28 de julio de 2021, en 

cuanto negó el reconocimiento y pago de la SANCIÓN POR MORA por la no 

consignación oportuna de las cesantías establecida en la Ley 50 de 1990, 

artículo 99, equivalente a un (1) día de su salario por cada día de retardo, 

contados desde el 15 de febrero de 2021 fecha en que debió efectuarse el pago 

de las cesantías del año 2020, en el respectivo Fondo Prestacional y hasta el 

momento en que se acredite el pago de los valores correspondientes en la 

cuenta individual del docente, así como también niegan el derecho a la 

INDEMNIZACIÓN, por el pago tardío de los intereses a las cesantías, que se 

encuentra establecida en el artículo 1 de la Ley 52 de 1975, la Ley 50 de 1990 y 

el Decreto Nacional 1176 de 1991, indemnización que es equivalente al valor 

cancelado de los intereses causados durante el año 2020, los cuales fueron 

cancelados superado el término legal, esto es, después del 31 de enero de 2021 

y como consecuencia le reconozca y pague la indemnización por el pago 

tardío de los intereses y la sanción mora por el no pago oportuno de las 

cesantías.  

 

En sentido contrario, se verificará si como lo plantea la NACIÓN – 

MINISTERIO DE EDUCACIÓN – FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES 

SOCIALES DEL MAGISTERIO las pretensiones carecen de sustento fáctico y 

jurídico necesario para que las mismas prosperen, como quiera que la parte 

accionante NO le asiste el derecho al reconocimiento de las cesantías en los 

términos indicados. En suma, debe ponerse de presente que, la Ley 344 de 

1996 no consagra la obligación de pagar sanción moratoria por la presunta 

consignación inoportuna de las cesantías reclamadas. La ley 50 de 1990 no es 

aplicable al Magisterio, puesto que, la norma de derecho sustancial aplicable 

a la sanción moratoria derivado del pago tardío de las cesantías, es la Ley 244 
                     
1 Adicionado por el artículo 42 de la Ley 2080 del 25 de enero de 2021. 



de 1995, modificada por la Ley 270 de 1996, también se oponen al 

reconocimiento y pago la sanción por mora establecida en la Ley 50 de 1990, 

artículo 99, e indemnización por intereses, ya que como más adelante se 

demostrará en la presente defensa, las cesantías se tramitaron conforme a lo 

específicamente reglado en el régimen especial del magisterio, esto es, la Ley 

91 de 1989 y el Acuerdo No. 039 de 1998 emitido por el Consejo Directivo del 

FOMAG 

 

De las acotaciones anteriormente realizadas, en donde se citan puntualmente 

las normas que se refieren a la especificidad de la tipología de trabajadores 

que obligatoriamente se debe afiliar a cada uno de éstos, podemos concluir 

que el diseño que hasta la fecha se encuentra vigente corresponde a un 

sistema de administración de cesantías coherente, en donde, atendiendo a la 

claridad de su reglamentación, no habría lugar a ningún tipo de confusión 

respecto de su funcionamiento y las reglas que, según el tipo de trabajador, 

deben observarse para la liquidación y pago de las respectivas cesantías. 

 

Por su parte el Municipio de Manizales señala que el legislador estableció un 

régimen especial para los docentes estatales en lo concerniente a la 

liquidación, reconocimiento y pago de cesantías e intereses a las cesantías, 

creando para tal efecto un Patrimonio Autónomo adscrito a la Nación 

denominado FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL 

MAGISTERIO – FOMAG-, cuya administración y representación legal se 

encuentra en cabeza de FIDUPREVISORA, en virtud del contrato de fiducia 

mercantil suscrito con el Ministerio de Educación Nacional 

El régimen especial de los docentes estatales afiliados al FONDO 

NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO FOMAG, 

les impide afiliarse a otro fondo administrador de cesantías como el FONDO 

NACIONAL DEL AHORRO O UNO DE CARÁCTER PRIVADO, y no le 

impone a las entidades territoriales la carga jurídica de efectuar los aportes 

de cesantías e intereses a las cesantías a cada docente adscrito a su planta de  

personal, en los términos de la Ley 50 de 1990 y el Decreto 1176 de 1991, pues 

conforme a la naturaleza jurídica de dicho patrimonio autónomo y de 

acuerdo con el procedimiento establecido por su Consejo Directivo mediante 

ACUERDO 39 DEL 15 DE DICIEMBRE DE 1998 

Así entonces resulta improcedente aplicar al Municipio de Manizales la 

sanción moratoria contemplada en la Ley 50 de 1990 y el Decreto 1176 de 

1991 y pretendida por el demandante, toda vez que por tratarse de un (a) 

docente estatal afiliado (a) al FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES 

SOCIALES DEL MAGISTERIO-FOMAG-, Patrimonio Autónomo de la 

Nación y no Administradora de Fondos de Cesantías (como sí lo es el Fondo 

Nacional del Ahorro), las disposiciones que rigen su relación jurídica son las 

contenidas en la Ley 91 de 1989 y el Acuerdo 39 de 1998, trámite dentro del 

cual ninguna entidad territorial tiene la carga legal de consignar al FOMAG 



las cesantías y los intereses a las cesantías de los educadores adscritos a su 

planta de personal, teniendo en cuenta que su reconocimiento y pago está en 

cabeza deFIDUPREVISORA, como vocera y administradora de los recursos 

del mencionado Fondo 

 

 

➢ PROBLEMAS JURÍDICOS 

 

¿TIENE DERECHO LA PARTE DEMANDANTE A QUE SE LE RECONOZCA Y PAGUE LA 

SANCIÓN MORATORIA CONTEMPLADA EN EL ARTÍCULO 99 DE LA LEY  50 DE 1990 

POR LA NO CONSIGNACIÓN OPORTUNA DE LAS CESANTÍAS DEL AÑO 2020, ASÍ COMO 

AL PAGO DE LA INDEMNIZACIÓN ESTABLECIDO EN EL ARTÍCULO 1º DE LA LEY 52 DE 

1975 Y EL DECRETO 1176 DE 1991? 

 

EN CASO AFIRMATIVO 

 

¿ES EL FOMAG O EL MUNICIPIO DE MANIZALES O AMBAS LAS RESPONSABLES DEL 

PAGO DE LA SANCIÓN MORATORIA Y LA INDEMNIZACIÓN POR EL PAGO TARDÍO DE 

LOS INTERESES A LAS CESANTÍAS?  

 

¿RESULTA PROCEDENTE EL PAGO INDEXADO DE LA SUMAS RECLAMADAS POR 

CONCEPTO DE SANCIÓN POR MORA Y LOS INTERESES? 

 

¿RESULTA PROCEDENTE EL PAGO PAGO DE INTERESES MORATORIOS A PARTIR DEL 

DÍA SIGUIENTE DE LA FECHA DE LA EJECUTORIA DE LA SENTENCIA Y POR EL TIEMPO 

SIGUIENTE HASTA QUE SE EFECTÚE EL PAGO DE LAS SANCIONES MORATORIAS? 

 

Lo anterior sin perjuicio de que, al proferirse la sentencia se aborden otros 

problemas jurídicos. 

 

➢ Decreto de pruebas.  

 

Teniendo en cuenta que los documentos obrantes en el proceso son 

suficientes para decidir de fondo el presente asunto, se procederá a 

incorporar las pruebas allegadas al proceso. 

 

I. PRUEBAS PARTE DEMANDANTE 

 

1.1 DOCUMENTAL  

 

Se decreta como prueba el material documental acompañado con la 

demanda, siempre que verse sobre los puntos materia de litigio. (Doc. 002 y 

003 del E.D). 

 



Solicitó las siguientes pruebas: 

 

- OFICIAR al MUNICIPIO DE MANIZALES, y al MINISTERIO DE 

EDUCACIÓN NACIONAL, para que se sirva allegar: 

 

1. Certificación de la fecha exacta en la que consignó como patrono de los 

mandantes las cesantías que corresponden al trabajo realizado como docente 

oficial al servicio de esta entidad territorial durante la vigencia del año 2020 

en el Fomag, y el valor específico pagado por este concepto en esa fecha. 

Pidiendo igualmente en este punto: 

 

• Copia de la respectiva consignación o planilla utilizada para estos efectos, 

donde aparezca el nombre del docente, el valor exacto consignado y la 

copia del CDP que fue realizado para realizar el respectivo trámite 

presupuestal que ocasionó la erogación del gasto por este concepto. 

• Si la acción descrita en el literal A, obedece a que esta entidad, solo se 

realizó algún reporte a la Fiduciaria o el FOMAG, sin haber realizado 

algún pago – consignación – por concepto de las cesantías que 

corresponden a la vigencia del año 2020, sírvase expedir la respectiva 

constancia de este documento del reporte o informar sobre el trámite 

dado a esta cancelación.  

• Copia del acto administrativo, que ordenó el reconocimiento de esta 

cesantía anual a cada docente demandante, por laborar el año 2020, al 

servicio de esta entidad territorial y que dio nacimiento a la consignación 

por parte de esta entidad a la acreencia cancelada en el Fomag.  

 

2. Certificación en la que conste que los demandantes laboran en MUNICIPIO 

DE MANIZALES Y/O SECRETARIA DE EDUCACIÓN, la fecha exacta en la 

que consignó las cesantías que corresponden al trabajo realizado como 

docente oficial al servicio de esta entidad territorial durante la vigencia del 

año 2020 en el Fomag, y el valor específico pagado por este concepto en esa 

fecha. Solicitando igualmente al respecto: 

 

• Expedir copia de la constancia de la respectiva transacción - 

consignación, que fue realizada de manera individual o conjunta que 

corresponda al concepto de cesantía de la vigencia laborada 2020, a favor 

del docente que aparece como demandante en el FONDO 

PRESTACIONAL DEL MAGISTERIO – FOMAG. 

• Indicar la fecha exacta en la cual fueron cancelados los intereses a las 

cesantías sobre el monto acumulado de esta prestación, que le 

corresponden al docente solicitante, así como el valor cancelado, y que 

incluye el valor de las cesantías que fueron causadas y acumuladas hasta 

el año 2020. 

 

2.  PRUEBAS PARTE DEMANDADA  



 

2.2. NACIÓN-MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL-FOMAG. 

 

Se decreta como prueba el material documental acompañado con la 

contestación de la demanda, siempre que verse sobre los puntos materia de 

litigio. (Doc. 01 y 011 del E.D). 

 

No hizo solicitud especial de práctica de pruebas. 

 

2.3. MUNICIPIO DE MANIZALES.  

 

Se decreta como prueba el material documental acompañado con la 

contestación de la demanda, siempre que verse sobre los puntos materia de 

litigio. (Doc. 011 del E.D). 

 

No hizo solicitud especial de práctica de pruebas. 

 

Se NIEGAN las pruebas solicitadas por la parte demandante, por 

considerarse inconducentes e innecesarias, para resolver el fondo del asunto.  

 

De acuerdo a las pruebas solicitadas se observa que con ellas se pretende 

demostrar el pago y consignación de las cesantías causadas en el año 2020 a 

los docentes demandantes, requiriéndose conocer la fecha exacta en la que 

consignó las cesantías que corresponden al trabajo realizado por cada uno de 

los demandantes al servicio de la entidad territorial durante la vigencia del 

año 2020, o la fecha en que se realizó reporte sin haber consignado, o el acto 

administrativo de reconocimiento de la cesantía anual y la fecha en que 

fueron cancelados los intereses. 

 

Se precisa que, con las pruebas aportadas, se reúnen los elementos jurídicos 

necesarios para adoptar la decisión de fondo, esto es, de definir la 

procedencia o no de la aplicación del régimen de cesantías e intereses a las 

cesantías regulados en la Ley 50 de 1990 al grupo de docentes demandantes y 

que se encuentran afiliados al FOMAG. 

 

➢ Traslado de alegatos 

 

Teniendo en cuenta que el material documental obrante en el expediente 

resulta suficiente para resolver de fondo la presente controversia y no 

habiendo pruebas por decretar, toda vez que se trata de un asunto de puro 

derecho, procede este Despacho a emitir sentencia anticipada conforme con lo 

dispuesto en 42 de la Ley 2080 de 2021, previo TRASLADO A LAS PARTES 

POR EL TÉRMINO DE (DIEZ) 10 DÍAS para que presenten sus 

ALEGATOS DE CONCLUSIÓN. En el mismo término podrá el Ministerio 

Público presentar concepto, si a bien lo tiene. 



 

Se reconoce personería a los abogados SANDRA MILENA BURGOS 

BELTRAN identificada con C.C. 45.532.162 y T.P. 132.578 del C.S. de la J y 

ROSANNA LISETH VARELA OSPINO identificada con C.C. 55.313.766 y 

T.P. 189.320, como apoderada principal y sustituta, respectivamente, del 

Ministerio de Educación Nacional – Fondo Nacional de Prestaciones Sociales 

del Magisterio. 

 

Se reconoce personería a la abogada LINA MARCELA OSORIO OSORIO 

identificado con C.C. 30.395.429 y T.P. 128.452 del C.S. de la J, para actuar 

como apoderada judicial del Municipio de Manizales, conforme al poder 

adjunto con la contestación de la demanda 

 

NOTIFÍQUESE, 

 

 

 

BIBIANA MARÍA LONDOÑO VALENCIA  

JUEZ 
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2023 

JUZGADO SEXTO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO 

DE MANIZALES 

 

Por anotación en ESTADO Nº 155, notifico a las partes la 

providencia anterior, hoy 18/10/2023 a las 8:00 a.m. 

 

 

_______________________ 
SIMON MATEO ARIAS RUIZ 

Secretario 
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

 

 

 

 

JUZGADO SEXTO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE 

MANIZALES 

 

Manizales, diecisiete (17) de octubre de dos mil veintitrés (2023). 

                                                                                                    

 

INTERLOCUTORIO:  1542/2023 

MEDIO DE CONTROL:                 NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

DEMANDANTE:  LILIANA HERNÁNDEZ CORTES. 

DEMANDADO: NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN – 

FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES 

SOCIALES DEL MAGISTERIO Y MUNICIPIO DE 

MANIZALES.  

RADICACIÓN:                                 17-001-33-39-006-2023-00152-00  

 

   

I. ASUNTO 

 

Procede el Despacho a estudiar si en el presente asunto hay lugar a proferir 

sentencia anticipada, conforme con lo dispuesto en el artículo 42 de la Ley 

2080 de 2021. por medio de la cual se reforma el código de procedimiento 

administrativo y de lo contencioso administrativo -ley 1437 de 2011- y se 

dictan otras disposiciones en materia de descongestión en los procesos que se 

tramitan ante la jurisdicción 
 

II. ANTECEDENTES  

 

➢ SENTENCIA ANTICIPADA EN LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO  

  

En los procesos contenciosos administrativos, se tiene previsto de acuerdo 

con lo dispuesto recientemente en la en el artículo 42 de la Ley 2080 de 2021, 

lo siguiente:  

 

 

 Artículo 182A. Sentencia anticipada. Se podrá dictar sentencia anticipada:  

 

1. Antes de la audiencia inicial:  

 

a) Cuando se trate de asuntos de puro derecho; 

 b) Cuando no haya que practicar pruebas;  



c) Cuando solo se solicite tener como pruebas las documentales aportadas con la 

demanda y la contestación, y sobre ellas no se hubiese formulado tacha o 

desconocimiento;  

d) Cuando las pruebas solicitadas por las partes sean impertinentes, 

inconducentes o inútiles.  

 

El juez o magistrado ponente, mediante auto, se pronunciará sobre las pruebas 

cuando a ello haya lugar, dando aplicación a lo dispuesto en el artículo 173 del 

Código General del Proceso y fijará el litigio u objeto de controversia. 

 

 Cumplido lo anterior, se correrá traslado para alegar en la forma prevista en el 

inciso final del artículo 181 de este código y la sentencia se expedirá por escrito.  

 

No obstante estar cumplidos los presupuestos para proferir sentencia anticipada 

con base en este numeral, si el juez o magistrado ponente considera necesario 

realizar la audiencia inicial podrá hacerlo, para lo cual se aplicará lo dispuesto 

en los artículos 179 y 180 de este código 

 

Bajo esta premisa normativa, en los asuntos en que no haya lugar a la 

práctica de pruebas o con las aportadas sea suficiente para dirimir la 

controversia, el juez contencioso administrativo puede prescindir de la 

realización de la audiencia inicial prevista en el artículo 180 del CPACA y en 

su lugar, proceder mediante auto a resolver lo atinente a la fijación del litigio 

y sobre las pruebas aportadas por las partes. 

 

Teniendo en cuenta que los documentos obrantes en el proceso son 

suficientes para decidir de fondo el presente asunto, procederá esta célula 

judicial a impartir el tramite previsto en la citada norma 

 

➢ EXCEPCIONES PREVIAS  
 

Conforme a lo establecido en el parágrafo 2º del artículo 38 de la Ley 2080 de 

2021, se procede a resolver las excepciones previas formuladas por las 

entidades demandadas. 

 

La Nación – Ministerio de Educación – Fondo Nacional de Prestaciones 

Sociales del Magisterio, propone la “Ineptitud de la demanda por falta de 

requisitos formales” al considerar que, el ACTO FICTO que pretende la 

demandante declarar nulo no puede ser considerado como un acto 

administrativo. 

 

Respecto a la excepción promovida por el FOMAG, para su estudio, es 

preciso decir que, considera este Juzgado que el acto ficto demandado es un 

acto susceptible de ser demandado pues opera el silencio administrativo 

negativo, que es cuando transcurre un determinado tiempo y la 

Administración no manifiesta su voluntad respecto de una solicitud en 

particular lo que permite al interesado el acceso a la adminsitracion de 



justicia como es el caso, por lo cual para el despacho el acto ficto es el acto 

objeto de debate en la presente demanda. 

 

En relación a la excepción denominada “FALTA DE INTEGRACIÓN DE 

LITISCONSORTE NECESARIO”” propuesta por el FOMAG, se declarará no 

probada como quiera que desde la presentación de la demanda y desde el 

auto admisorio, se encuentra demandado el Municipio de Manizales  

 

En relación a las excepciones de INDEBIDA REPRESENTACIÓN DEL 

DEMANDANTE y FALTA DE RECLAMACIÓN ADMINISTRATIVA 

tampoco se despacharán a favor del FOMAG como quiera que el poder 

otorgado a los apoderados de la parte demandante los mismos se encuentran 

facultados para reclamar tanto la sanción moratoria como la indemnización 

por el pago tardío de los intereses a las cesantías, pretensiones que son las 

mismas que se solicitan tanto en la reclamación administrativa como en la 

demanda tal como obra a archivo 004 del EC 

 

En relación a la excepción denominada “FALTA DE LEGITIMACIÓN EN LA 

CAUSA POR PASIVA” y “PRESCRIPCIÓN” propuesta por el Municipio de 

Manizales, en razón a que esta se promueve desde el criterio material, será 

resuelta en la sentencia que ponga fin a esta instancia 

 

2.1 FIJACIÓN DE LITIGIO 

 

De acuerdo con lo preceptuado en el numeral 7º del artículo 180 y 182 A1 de 

la Ley 1437 de 2011, teniendo en cuenta la demanda, la no contestación de la 

demanda y con base en el material documental obrante en el proceso, se fijará 

el litigio en función exclusivamente de los hechos propiamente dichos y 

jurídicamente relevantes, descritos en el libelo demandador, al igual que 

atendiendo al material documental que ya reposa en el plenario, en los 

siguientes términos: 

 

Establecer la legalidad del acto administrativo ficto configurado el día 28 de 

octubre de 2021 frente a la solicitud presentada el día 28 de julio de 2021, en 

cuanto negó el reconocimiento y pago de la SANCIÓN POR MORA por la no 

consignación oportuna de las cesantías establecida en la Ley 50 de 1990, 

artículo 99, equivalente a un (1) día de su salario por cada día de retardo, 

contados desde el 15 de febrero de 2021 fecha en que debió efectuarse el pago 

de las cesantías del año 2020, en el respectivo Fondo Prestacional y hasta el 

momento en que se acredite el pago de los valores correspondientes en la 

cuenta individual del docente, así como también niegan el derecho a la 

INDEMNIZACIÓN, por el pago tardío de los intereses a las cesantías, que se 

encuentra establecida en el artículo 1 de la Ley 52 de 1975, la Ley 50 de 1990 y 
                     
1 Adicionado por el artículo 42 de la Ley 2080 del 25 de enero de 2021. 



el Decreto Nacional 1176 de 1991, indemnización que es equivalente al valor 

cancelado de los intereses causados durante el año 2020, los cuales fueron 

cancelados superado el término legal, esto es, después del 31 de enero de 2021 

y como consecuencia le reconozca y pague la indemnización por el pago 

tardío de los intereses y la sanción mora por el no pago oportuno de las 

cesantías.  

 

En sentido contrario, se verificará si como lo plantea la NACIÓN – 

MINISTERIO DE EDUCACIÓN – FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES 

SOCIALES DEL MAGISTERIO las pretensiones carecen de sustento fáctico y 

jurídico necesario para que las mismas prosperen, Descendiendo al tema 

que nos ocupa es claro que la figura jurídica de la sanción moratoria 

encuentra dos fuentes normativas distintas (Ley 50 de 1990 y Ley 244 de 1995 

modificada por la Ley 1071 de 2006), se origina en causas disímiles, es claro 

que se trata no solo de dos regímenes completamente disimiles tanto en la 

liquidación como en la forma de pago, sino que además cada una de ellas 

tiene destinatarios distintos, pues se itera, la ley 50 de 1990 prevé su 

aplicación a los servidores públicos del nivel territorial afiliados a un fondo 

privado de cesantías y los docentes son empleados públicos del orden 

nacional afiliados por disposición legal única y exclusivamente a la cuenta 

especial de la Nación, mientras que los trabajadores particulares tienen 

derecho a escoger libremente el fondo de cesantías que mayor rentabilidad 

pueda generar a la administración de las mismas 

 

En el régimen especial docente no existe consignación anual antes del 15 de 

febrero, teniendo en cuenta que durante la misma vigencia presupuestal se 

descuenta del presupuesto de las entidades territoriales una doceava parte 

del situado fiscal para reservar el valor del pasivo prestacional de los 

docentes, incluyendo las cesantías, descartando inmediatamente la sanción 

mora por consignación extemporánea 

 

De aplicar a los docentes afiliados al FOMAG la Ley 52 de 1975, se 

desmejorarían sus condiciones respecto de la prestación “intereses a las 

cesantías” debido a que las condiciones dadas por su régimen especial son 

más favorables que las otorgadas para el régimen general, debido a que la 

liquidación de intereses para los docentes afiliados al FOMAG se realiza 

sobre el total del saldo acumulado de cesantías y con una tasa superior a la 

descrita en la norma general, que corresponde al DTF certificado por la 

Superintendencia Financiera de Colombia 

 

Lo pretendido por el demandante es la transgresión del principio de  

inescindibilidad esto es, la aplicación parcial en relación con la totalidad del 

cuerpo normativo al que pertenece, buscando con esto aplicar de una norma 

solamente la parte que le beneficia, infracción prohibida en la ley y la 

jurisprudencia. 



 

Por su parte el Municipio de Manizales señala que el legislador estableció un 

régimen especial para los docentes estatales en lo concerniente a la 

liquidación, reconocimiento y pago de cesantías e intereses a las cesantías, 

creando para tal efecto un Patrimonio Autónomo adscrito a la Nación 

denominado FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL 

MAGISTERIO – FOMAG-, cuya administración y representación legal se 

encuentra en cabeza de FIDUPREVISORA, en virtud del contrato de fiducia 

mercantil suscrito con el Ministerio de Educación Nacional 

El régimen especial de los docentes estatales afiliados al FONDO 

NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO FOMAG, 

les impide afiliarse a otro fondo administrador de cesantías como el FONDO 

NACIONAL DEL AHORRO O UNO DE CARÁCTER PRIVADO, y no le 

impone a las entidades territoriales la carga jurídica de efectuar los aportes 

de cesantías e intereses a las cesantías a cada docente adscrito a su planta de  

personal, en los términos de la Ley 50 de 1990 y el Decreto 1176 de 1991, pues 

conforme a la naturaleza jurídica de dicho patrimonio autónomo y de 

acuerdo con el procedimiento establecido por su Consejo Directivo mediante 

ACUERDO 39 DEL 15 DE DICIEMBRE DE 1998 

Así entonces resulta improcedente aplicar al Municipio de Manizales la 

sanción moratoria contemplada en la Ley 50 de 1990 y el Decreto 1176 de 

1991 y pretendida por el demandante, toda vez que por tratarse de un (a) 

docente estatal afiliado (a) al FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES 

SOCIALES DEL MAGISTERIO-FOMAG-, Patrimonio Autónomo de la 

Nación y no Administradora de Fondos de Cesantías (como sí lo es el Fondo 

Nacional del Ahorro), las disposiciones que rigen su relación jurídica son las 

contenidas en la Ley 91 de 1989 y el Acuerdo 39 de 1998, trámite dentro del 

cual ninguna entidad territorial tiene la carga legal de consignar al FOMAG 

las cesantías y los intereses a las cesantías de los educadores adscritos a su 

planta de personal, teniendo en cuenta que su reconocimiento y pago está en 

cabeza de FIDUPREVISORA, como vocera y administradora de los recursos 

del mencionado Fondo 

➢ PROBLEMAS JURÍDICOS 

 

¿TIENE DERECHO LA PARTE DEMANDANTE A QUE SE LE RECONOZCA Y PAGUE LA 

SANCIÓN MORATORIA CONTEMPLADA EN EL ARTÍCULO 99 DE LA LEY  50 DE 1990 

POR LA NO CONSIGNACIÓN OPORTUNA DE LAS CESANTÍAS DEL AÑO 2020, ASÍ COMO 

AL PAGO DE LA INDEMNIZACIÓN ESTABLECIDO EN EL ARTÍCULO 1º DE LA LEY 52 DE 

1975 Y EL DECRETO 1176 DE 1991? 

 

EN CASO AFIRMATIVO 

 



¿ES EL FOMAG O EL MUNICIPIO DE MANIZALES O AMBAS LAS RESPONSABLES DEL 

PAGO DE LA SANCIÓN MORATORIA Y LA INDEMNIZACIÓN POR EL PAGO TARDÍO DE 

LOS INTERESES A LAS CESANTÍAS?  

 

¿RESULTA PROCEDENTE EL PAGO INDEXADO DE LA SUMAS RECLAMADAS POR 

CONCEPTO DE SANCIÓN POR MORA Y LOS INTERESES? 

 

¿RESULTA PROCEDENTE EL PAGO PAGO DE INTERESES MORATORIOS A PARTIR DEL 

DÍA SIGUIENTE DE LA FECHA DE LA EJECUTORIA DE LA SENTENCIA Y POR EL TIEMPO 

SIGUIENTE HASTA QUE SE EFECTÚE EL PAGO DE LAS SANCIONES MORATORIAS? 

 

Lo anterior sin perjuicio de que, al proferirse la sentencia se aborden otros 

problemas jurídicos. 

 

➢ Decreto de pruebas.  

 

Teniendo en cuenta que los documentos obrantes en el proceso son 

suficientes para decidir de fondo el presente asunto, se procederá a 

incorporar las pruebas allegadas al proceso. 

 

I. PRUEBAS PARTE DEMANDANTE 

 

1.1 DOCUMENTAL  

 

Se decreta como prueba el material documental acompañado con la 

demanda, siempre que verse sobre los puntos materia de litigio. (Doc. 002 y 

003 del E.D). 

 

Solicitó las siguientes pruebas: 

 

- OFICIAR al MUNICIPIO DE MANIZALES, y al MINISTERIO DE 

EDUCACIÓN NACIONAL, para que se sirva allegar: 

 

1. Certificación de la fecha exacta en la que consignó como patrono de los 

mandantes las cesantías que corresponden al trabajo realizado como docente 

oficial al servicio de esta entidad territorial durante la vigencia del año 2020 

en el Fomag, y el valor específico pagado por este concepto en esa fecha. 

Pidiendo igualmente en este punto: 

 

• Copia de la respectiva consignación o planilla utilizada para estos efectos, 

donde aparezca el nombre del docente, el valor exacto consignado y la 

copia del CDP que fue realizado para realizar el respectivo trámite 

presupuestal que ocasionó la erogación del gasto por este concepto. 

• Si la acción descrita en el literal A, obedece a que esta entidad, solo se 

realizó algún reporte a la Fiduciaria o el FOMAG, sin haber realizado 



algún pago – consignación – por concepto de las cesantías que 

corresponden a la vigencia del año 2020, sírvase expedir la respectiva 

constancia de este documento del reporte o informar sobre el trámite 

dado a esta cancelación.  

• Copia del acto administrativo, que ordenó el reconocimiento de esta 

cesantía anual a cada docente demandante, por laborar el año 2020, al 

servicio de esta entidad territorial y que dio nacimiento a la consignación 

por parte de esta entidad a la acreencia cancelada en el Fomag.  

 

2. Certificación en la que conste que los demandantes laboran en MUNICIPIO 

DE MANIZALES Y/O SECRETARIA DE EDUCACIÓN, la fecha exacta en la 

que consignó las cesantías que corresponden al trabajo realizado como 

docente oficial al servicio de esta entidad territorial durante la vigencia del 

año 2020 en el Fomag, y el valor específico pagado por este concepto en esa 

fecha. Solicitando igualmente al respecto: 

 

• Expedir copia de la constancia de la respectiva transacción - 

consignación, que fue realizada de manera individual o conjunta que 

corresponda al concepto de cesantía de la vigencia laborada 2020, a favor 

del docente que aparece como demandante en el FONDO 

PRESTACIONAL DEL MAGISTERIO – FOMAG. 

• Indicar la fecha exacta en la cual fueron cancelados los intereses a las 

cesantías sobre el monto acumulado de esta prestación, que le 

corresponden al docente solicitante, así como el valor cancelado, y que 

incluye el valor de las cesantías que fueron causadas y acumuladas hasta 

el año 2020. 

 

2.  PRUEBAS PARTE DEMANDADA  

 

2.2. NACIÓN-MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL-FOMAG. 

 

Se decreta como prueba el material documental acompañado con la 

contestación de la demanda, siempre que verse sobre los puntos materia de 

litigio. (Doc. 010 y 011 del E.D). 

 

Solicita oficiar al municipio de Manizales  a efectos que aporte las pruebas 

documentales que permitan evidenciar el tramite realizado respecto a la 

solicitud radicada por el demandante y que el demandante pruebe que son 

sus cesantías anualizadas las que no hicieron parte de los recursos 

trasladados por las diferentes fuentes al FOMAG para las cesantías del año 

2020 

 

2.3. MUNICIPIO DE MANIZALES.  

 

Se decreta como prueba el material documental acompañado con la 



contestación de la demanda, siempre que verse sobre los puntos materia de 

litigio. (Doc. 009 del E.D). 

 

No hizo solicitud especial de práctica de pruebas. 

 

Se NIEGAN las pruebas solicitadas por la parte demandante, por 

considerarse inconducentes e innecesarias, para resolver el fondo del asunto.  

 

De acuerdo a las pruebas solicitadas se observa que con ellas se pretende 

demostrar el pago y consignación de las cesantías causadas en el año 2020 a 

los docentes demandantes, requiriéndose conocer la fecha exacta en la que 

consignó las cesantías que corresponden al trabajo realizado por cada uno de 

los demandantes al servicio de la entidad territorial durante la vigencia del 

año 2020, o la fecha en que se realizó reporte sin haber consignado, o el acto 

administrativo de reconocimiento de la cesantía anual y la fecha en que 

fueron cancelados los intereses. 

 

Se precisa que, con las pruebas aportadas, se reúnen los elementos jurídicos 

necesarios para adoptar la decisión de fondo, esto es, de definir la 

procedencia o no de la aplicación del régimen de cesantías e intereses a las 

cesantías regulados en la Ley 50 de 1990 al grupo de docentes demandantes y 

que se encuentran afiliados al FOMAG. 

 

➢ Traslado de alegatos 

 

Teniendo en cuenta que el material documental obrante en el expediente 

resulta suficiente para resolver de fondo la presente controversia y no 

habiendo pruebas por decretar, toda vez que se trata de un asunto de puro 

derecho, procede este Despacho a emitir sentencia anticipada conforme con lo 

dispuesto en 42 de la Ley 2080 de 2021, previo TRASLADO A LAS PARTES 

POR EL TÉRMINO DE (DIEZ) 10 DÍAS para que presenten sus 

ALEGATOS DE CONCLUSIÓN. En el mismo término podrá el Ministerio 

Público presentar concepto, si a bien lo tiene. 

 

Se reconoce personería a los abogados SANDRA MILENA BURGOS 

BELTRAN identificada con C.C. 45.532.162 y T.P. 132.578 del C.S. de la J y 

DIANA MARIA HERNANDEZ BARRETO identificada con C.C. 

1.022.383.288 y T.P. 290.488, como apoderada principal y sustituta, 

respectivamente, del Ministerio de Educación Nacional – Fondo Nacional de 

Prestaciones Sociales del Magisterio. 

 

Se reconoce personería a la abogada GLORIA YANETH OSORIO PINILLA 

identificado con C.C. 30.402.413 y T.P. 257.149 del C.S. de la J, para actuar 

como apoderada judicial del Municipio de Manizales, conforme al poder 

adjunto con la contestación de la demanda 



 

NOTIFÍQUESE, 

 

 

 

BIBIANA MARÍA LONDOÑO VALENCIA  

JUEZ 
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2023 

JUZGADO SEXTO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO 

DE MANIZALES 

 

Por anotación en ESTADO Nº 155, notifico a las partes la 

providencia anterior, hoy 18/10/2023 a las 8:00 a.m. 

 

 

_______________________ 
SIMON MATEO ARIAS RUIZ 

Secretario 
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  REPÚBLICA DE COLOMBIA 

 
JUZGADO SEXTO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO 

DE MANIZALES 

 

Manizales, diecisiete (17) de octubre de dos mil veintitrés (2023) 

 

  AI:              1546/2023  

  ACCIÓN:  NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO  

DEMANDANTE: DIRECCIÓN TERRITORIAL DE SALUD DE CALDAS   

DEMANDADO: MINISTERIO DE HACIENDA, COLPENSIONES, 

DEPARTAMENTO DE CALDAS Y LA ESE FELIPE SUAREZ 

DE SALAMINA  

RADICACIÓN: 17-001-33-39-006-2023-00230-00 

 

1. OBJETO DE LA DECISIÓN 

 

Se encuentra el proceso a Despacho para pronunciarse sobre el recurso de reposición, 

así como sobre la procedencia del recurso de apelación presentado por la Dirección 

Territorial de Salud de Caldas, frente al auto emitido el 1º de septiembre del año en 

curso, por medio del cual se resolvió sobre la medida cautelar solicitada por la parte 

demandante.  

 

2. ANTECEDENTES 

 

Que mediante providencia emitida el 1º de septiembre del año en curso fue resuelta 

medida provisional solicitada por la parte demandante, negando la suspensión 

provisional de la Resolución SUB 125537 del 10 de junio de 2023 en lo que respecta a 

la suspensión de la distribución de la cuota pensional en la cuota a cargo del 

Patrimonio Autónomo, custodiado por delegación por la Dirección Territorial de 

Salud de Caldas.   

 

Dentro del término previsto para ello, el apoderado de la Dirección Territorial de 

Salud de Caldas formuló recurso de reposición y en subsidio apelación contra la 

mencionada providencia, señalando como sustento del mismo que, de la 

confrontación del acto demandado y las normas superiores se puede advertir la 

incongruencia y determinación errónea realizada por la Administradora Colombina 

de Pensiones en contra del Patrimonio Autónomo.   

 

Insiste frente al caso del señor JULIO ENRIQUE ARROYAVE MARÍN, que los 

tiempos laborados entre el 1º de septiembre de 1979 hasta el 8 de mayo de 1983 en la 

ESE Hospital Felioe Suarez de Salamina, no pueden ser asumidos por la Dirección 

Territorial de Caldas con los recursos que componen el Patrimonio Autónomo, toda 

vez que no fue reportado como beneficiario de la concurrencia.  
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De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 244 de la Ley 1437 de 2011, el traslado del 

recurso de reposición y en subsidio apelación se efectuó por la Secretaría del Despacho 

entre los días 13, 14 y 15 de septiembre del año en curso, sin pronunciamiento de las 

entidades accionadas.  

 

3. CONSIDERACIONES 

 

3.1.PROCEDENCIA DEL RECURSO DE REPOSICIÓN 

 

Sobre la procedencia del recurso de reposición frente a los autos proferidos en el curso 

del proceso, el artículo 242 de la Ley 1437 de 2011, modificado por el artículo 61 de la 

Ley 2080 de 2021, dispone:   

 
“ARTÍCULO 242. REPOSICIÓN. El recurso de reposición procede contra todos los 

autos, salvo norma legal en contrario. En cuanto a su oportunidad y trámite, se aplicará 

lo dispuesto en el Código General del Proceso.” 

 

Teniendo en cuenta que no existe disposición en contrario para la procedencia del 

recurso de reposición en el presente asunto, y que el recurrente allegó el escrito dentro 

del término previsto en el artículo 318 del Código General del Proceso, esto es, dentro 

de los 3 días siguientes a la notificación del mencionado auto; procederá el Despacho 

a estudiar el tema que ha sido objeto del recurso. 

 

Se observa que los argumentos expuesto por el apoderado de la parte demandante 

reiteran lo expuesto en la solicitud de suspensión provisional del acto administrativo 

demandado, considerando esta célula judicial que la indebida distribución de la 

pensión otorgada al señor Arroyave Marín, que es justo la motivación de la medida 

previa solicitada por la entidad accionante, no puede avizorarse en esta etapa 

procesal, requiriendo la misma de un análisis minucioso del material probatorio que 

permita verificar la ilegalidad o no del acto demandado. Por lo expuesto y reiterando 

los argumentos expuesto en el auto que negó el decreto de la medida previa solicitada 

por la parte demandante, no se repondrá el auto del 1º de septiembre del año en curso 

emitido en el curso de este proceso.  

 

3.2.PROCEDENCIA DEL RECURSO DE APELACIÓN 

 

Sobre la procedencia del recurso de apelación frente a la providencia que niega el 

decreto de una medida cautelar artículo 243 parágrafo 2 de la Ley 1437 de 2011, 

dispone:   

 
“ARTÍCULO 243. APELACIÓN. <Artículo modificado por el artículo 62 de 

la Ley 2080 de 2021. El nuevo texto es el siguiente:> Son apelables las 

sentencias de primera instancia y los siguientes autos proferidos en la misma 

instancia: 

(…) 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_2080_2021_pr001.html#62
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5. El que decrete, deniegue o modifique una medida cautelar. 

(…)” 

De acuerdo con la norma transcrita y atendiendo a que el recurso de apelación, fue 

presentado de forma subsidiaria con el de reposición por parte del apoderado de la 

Dirección Territorial de Salud de Caldas, mismo que fue presentado dentro de 

término, procederá el Despacho con la concesión del mismo.  

 

Por lo discurrido el Juzgado Sexto Administrativo del Circuito de Manizales,  

 

RESUELVE 

 

PRIMERO: NO REPONER el auto del primero (1º) de septiembre de 2023, proferido 

dentro del medio de control de NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO, 

promovido por la DIRECCIÓN TERRITORIAL DE SALUD DE CALDAS contra el 

MINISTERIO DE HACIENDA, COLPENSIONES, DEPARTAMENTO DE CALDAS 

Y LA ESE HOSPITAL FELIPE SUAREZ DE SALAMINA.  

 

SEGUNDO: CONCÉDESE en efecto DEVOLUTIVO el recurso de apelación interpuesto 

por la parte demandante contra la providencia del 1º de septiembre del 2023.  

TERCERO: REMÍTASE el expediente a la Oficina Judicial a fin de que sea repartida 

entre los Magistrados del H. Tribunal Administrativo de esta ciudad para surtir el 

recurso interpuesto.  

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

 

BIBIANA MARÍA LONDOÑO VALENCIA 

JUEZ 

 

 

 

 
 

 



 

REPÚBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

 

 

 

JUZGADO SEXTO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO 

DE MANIZALES 

 

Manizales, diecisiete (17) de octubre del año dos mil veintitrés (2023) 

 

A. INTERLOCUTORIO:       1547/2023 

MEDIO DE  

CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL 

DERECHO 

DEMANDANTE:  MOLANO LONDOÑO E HIJOS SAS 

DEMANDADO: SUPERINTENDENCIA DE INDUSTRIA Y 

COMERCIO 

RADICACIÓN:  17-001-33-39-006-2023-00351-00  

 

Estudiado el escrito de demanda y al advertirse que no cumple con los requisitos 

señalados en el artículo 162 CPACA, el Despacho decide INADMITIR la demanda 

que, en ejercicio del medio de control de Nulidad y Restablecimiento del Derecho, 

consagrado en el artículo 138 del CPACA, instaura la persona jurídica MOLANO 

LONDOÑO E HIJOS SAS , en contra de la SUPERINTENDENCIA DE INDUSTRIA 

Y COMERCIO. 

 

En consecuencia, conforme a lo dispuesto por el artículo 170 de la ley 1437 de 2011, 

para el trámite de la demanda, se le concede a la parte accionante el término 

improrrogable de DIEZ (10) DIAS para que corrija y/o aclare los siguientes yerros 

advertidos en el escrito de demanda: 

 

1. Atendiendo a lo dispuesto en el artículo 6 de la ley 2213 de 2022, debe 

señalarse el canal digital en el cual deben ser notificados los testigos. En caso de 

desconocerlo, debe así manifestarse en la demanda. 

 

RECONOCESE PERSONERIA JURIDICA para actuar como apoderado judicial de 

la parte demandante al Doctor  JUAN MARTIN ZULUAGA GUTIERREZ, 

identificad con cédula de ciudadanía número 1.053.811.829 y la tarjeta profesional 

nro. 277.368 del C. S de la J, de conformidad con el poder que reposa dentro del 

expediente. 

 

 

NOTIFÍQUESE 

 

 

 

BIBIANA MARIA LONDOÑO VALENCIA 

JUEZ 

 

 

 



NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO  

17001-33-39-006-2023-00351-00 

 

JUZGADO SEXTO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE MANIZALES 

 

La anterior providencia se notificó por ESTADO N° 155 el día 18/10/2023 

 

 

SIMON MATEO ARIAS RUIZ 

Secretario 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



REPÚBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

 

 

 

JUZGADO SEXTO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO 

DE MANIZALES 

 

 

Manizales, diecisiete (17) de octubre del año dos mil veintitrés (2023) 

 

 

A. INTERLOCUTORIO: 1548/2023 

MEDIO DE CONTROL: PROTECCION DE DERECHOS E INTERESES 

COLECTIVOS 

DEMANDANTE:  CARMENZA PALACIO 

DEMANDADO: MUNICIPIO DE MANIZALES Y AGUAS DE 

MANIZALES SA ESP 

RADICACIÓN:  17-001-33-39-006-2023-00362-00  

 

 

Revisada la demanda de la referencia y al encontrar el Despacho que la misma no 

dio cumplimiento a los requisitos señalados en la ley 472 de 1998, el artículo 144, 161 

del CPACA, modificado por la ley 2080 de 2021, de conformidad con lo dispuesto 

en el artículo 20 de la ley 472 de 1998, se procede a INADMITIRSE, para que la parte 

actora en el término de tres (03) días aclare y/o corrija el libelo en los siguientes 

aspectos:  

 

- Se deberá acreditar el agotamiento del requisito de procedibilidad establecido en 

la Ley 1437 de 2011, articulo 144, inciso 3º, consistente en haber presentado solicitud 

ante la EMPRESA AGUAS DE MANIZALES SA ESP, respecto de las pretensiones 

expuestas en el capítulo respectivo de la demanda. 

 

- Se deberá acreditar el agotamiento del requisito de procedibilidad establecido en 

la Ley 1437 de 2011, articulo 144, inciso 3º, consistente en haber presentado solicitud 

ante el MUNICIPIO DE MANIZALES, respecto de la PRETENSIÓN CUARTA 

expuesta en el capítulo respectivo de la demanda. 

 

- Conforme lo establece el artículo 166 del CPACA, debe adjuntarse el certificado 

de existencia y representación legal de la empresa AGUAS DE MANIZALES SA 

ESP. 

 

- Se debe acreditar el envío de la demanda y de sus anexos, así como la subsanación 

a las entidades demandadas, tal como lo regla la ley 2213 de 2022.  

 

 

NOTIFÍQUESE 
 

 

 

 

BIBIANA MARIA LONDOÑO VALENCIA 

JUEZ 



NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO  

17001-33-39-006-2023-00362 

 

JUZGADO SEXTO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE MANIZALES 

 

La anterior providencia se notificó por ESTADO N° 155 el día 18/10/2023 

 

 

SIMON MATEO ARIAS RUIZ 

Secretario 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 
 
 

 

 

 

 

 


